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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL  
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 
 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 
 
Al dar clic en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran, será redirigido en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 

 
1. Tesis: 1a. CXCV/2015 (10a.)  

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. EL 
CONTRIBUYENTE CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA CUESTIONAR LA 
CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 52-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013 
 

2. Tesis: 2a./J. 67/2015 (10a.)  
REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE DECLAREN LA 
NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO QUE DETERMINÓ 
CONTRIBUCIONES POR INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LO DICTÓ U 
ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVA.  
 

3. Tesis: I.5o.C.9 K (10a.)  
PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICACIÓN NO JUSTIFICA QUE EN LA TUTELA DE UN 
DERECHO FUNDAMENTAL SE VULNEREN OTROS.-  
 

4. Tesis: VI.1o.A.89 A (10a.)  
CONTABILIDAD. LOS NOTARIOS PÚBLICOS DEBEN REGISTRAR LAS CANTIDADES QUE 
TERCEROS DEPOSITEN EN SUS CUENTAS BANCARIAS, CON EL FIN DE QUE AQUÉLLOS 
CUMPLAN SU FUNCIÓN DE AUXILIAR EN LA RECAUDACIÓN DE CONTRIBUCIONES 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES DOS MIL SEIS Y DOS MIL SIETE).  
 

5. Tesis: VI.1o.A.90 A (10a.)  
CONTABILIDAD. EL QUE LAS CANTIDADES DEPOSITADAS EN LAS CUENTAS 
BANCARIAS DE UN NOTARIO PÚBLICO TENGAN COMO FINALIDAD EFECTUAR 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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GASTOS POR CUENTA DE TERCEROS Y QUE AQUÉL CUMPLA SU FUNCIÓN DE 
AUXILIAR EN LA RECAUDACIÓN DE CONTRIBUCIONES, NO LO EXIME DE LA 
OBLIGACIÓN DE REGISTRAR LAS OPERACIONES CORRESPONDIENTES (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES DOS MIL SEIS Y DOS MIL SIETE).  
 

6. Tesis: 2a./J. 79/2015 (10a.)  
ALMACENAMIENTO Y CUSTODIA GRATUITA DE MERCANCÍAS DE COMERCIO 
EXTERIOR. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY ADUANERA QUE LOS PREVÉ, NO 
CONTRAVIENE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE TRABAJO.  
 

7. Tesis: 2a. XLI/2015 (10a.)  
VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 1o., FRACCIÓN I Y 10 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. 

 
8. Tesis: 2a. XL/2015 (10a.)  

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. EL ARTÍCULO 
217 DE LA LEY DE AMPARO QUE ESTABLECE SU OBLIGATORIEDAD, NO TRANSGREDE 
EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.  

 
9. Tesis: III.5o.A.3 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL QUEJOSO CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR LOS ARTÍCULOS 
42, FRACCIÓN II, DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ASÍ COMO 25 Y 27 
DE LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL A QUE ÉSTA SE REFIERE, SI SU DEMANDA DE 
AMPARO LA PRESENTÓ DURANTE LA VACATIO LEGIS DE ESA NORMATIVA. 

 
10. Tesis: III.5o.A.4 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 4 DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL 
ESTABLECER QUE CORRESPONDEN AL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
DIVERSAS FACULTADES DE CONTROL Y VIGILANCIA DE LAS PERSONAS QUE REALICEN 
ACTIVIDADES VULNERABLES, NO CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY 
Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.  

 
11. Tesis: III.5o.A.5 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER 
QUE QUIENES REALICEN ACTIVIDADES VULNERABLES DEBEN DARSE DE ALTA EN EL 
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PADRÓN CORRESPONDIENTE Y ENVIAR LA INFORMACIÓN DE IDENTIFICACIÓN 
RELACIONADA CON ÉSTAS POR MEDIOS ELECTRÓNICOS, NO CONTRAVIENE LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.  

 
12. Tesis: III.5o.A.2 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ALTA EN EL PADRÓN DE QUIENES REALICEN ACTIVIDADES VULNERABLES 
EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA Y SU REGLAMENTO, ES SUFICIENTE 
PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR EN AMPARO LA 
IMPLEMENTACIÓN DE ESE REGISTRO Y LOS PRECEPTOS QUE LO PREVÉN.  

 
13. Tesis: II.1o.9 A (10a.)  

MÍNIMO VITAL. ESE DERECHO ES INAPLICABLE EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN, TRATÁNDOSE DE PERSONAS JURÍDICAS.  

 
14. Tesis: I.6o.P.65 P (10a.)  

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA 
PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN DE DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY FEDERAL PARA 
LA PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA Y SU REGLAMENTO, QUE NO REGULAN EL IUS PUNIENDI DEL 
ESTADO. CORRESPONDE A UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA.  

 
15. Tesis: XVI.1o.A.22 K (10a.)  

ACTOS DE PARTICULARES. PARA CONSIDERARLOS EQUIVALENTES A LOS DE 
AUTORIDAD CONFORME AL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
LEY DE AMPARO, DEBEN REUNIR LAS CARACTERÍSTICAS DE UNILATERALIDAD, 
IMPERIO Y COERCITIVIDAD, ADEMÁS DE DERIVAR DE UNA RELACIÓN DE SUPRA A 
SUBORDINACIÓN.  

 
16. Tesis: 1a. CCIX/2015 (10a.)  

IMPUESTO A LA VENTA FINAL AL PÚBLICO EN GENERAL DE GASOLINAS O DIÉSEL. EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, QUE LO 
PREVÉ, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA.  

 
17. Tesis: 1a. CCX/2015 (10a.)  

ESTADOS FINANCIEROS. EL ARTÍCULO 32-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VIGENTE EN 2011, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE DICTAMINARLOS POR 
CONTADOR PÚBLICO AUTORIZADO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD.  
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18. Tesis: 2a./J. 87/2015 (10a.)  
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. LOS ARTÍCULOS 2 Y 32, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA.  

 
19. Tesis: 2a./J. 86/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO HACE NUGATORIO EL 
PODER LIBERATORIO DE LOS BILLETES Y MONEDAS QUE PREVÉ LA LEY MONETARIA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.  

 
20. Tesis: 2a. XLIII/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL REGLAMENTO Y LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL A QUE SE REFIERE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.  

 
21. Tesis: 2a. XLIV/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA EL DIVERSO 21 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

 
22. Tesis: 2a. XLVII/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.  

 
23. Tesis: 2a. XLV/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA EN RELACIÓN CON LOS 
DIVERSOS 7, 13, 15 Y 16 DE SU REGLAMENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD.  

 
24. Tesis: 2a. XLVI/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN XII, APARTADOS A, INCISO C) Y B, INCISO B), DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD.  
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25. Tesis: IV.3o.A.36 K (10a.)  
SENTENCIAS DEFINITIVAS DICTADAS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 
Y ADMINISTRATIVA. SI SE PROMUEVE AMPARO DIRECTO CONTRA UNA ULTERIOR A 
AQUELLA EN LA QUE SE APLICÓ POR PRIMERA OCASIÓN UNA NORMA CUYA 
INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLAMA, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XIV, EN CORRELACIÓN 
CON EL DIVERSO 170, FRACCIÓN II, AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA, LO QUE LLEVA 
A DECLARAR INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CORRESPONDIENTES 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).  

 
26. Tesis: I.3o.C.92 K (10a.)  

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO ES COMPETENTE PARA DESECHAR LA DEMANDA 
PROMOVIDA CONTRA UNA SENTENCIA DEFINITIVA O UNA RESOLUCIÓN QUE PONE 
FIN AL JUICIO, POR NO HABERSE AGOTADO EL RECURSO ORDINARIO PROCEDENTE.  

 
27. Tesis: XXII.1o.9 A (10a.)  

MULTAS. LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 86, POR ESTAR REFERIDAS 
EXPLÍCITAMENTE AL DIVERSO 85, NO PUEDEN IMPONERSE POR ANALOGÍA COMO 
MEDIDA DE APREMIO EN TÉRMINOS DEL PRECEPTO 40, FRACCIÓN II, EN RELACIÓN 
CON EL 53, SEGUNDO PÁRRAFO, INCISO A), TODOS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, PUES TAL PROCEDER VULNERA LOS PRINCIPIOS DE EXACTA 
APLICACIÓN DE LA LEY (TAXATIVIDAD) Y DE LEGALIDAD EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA SANCIONADORA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013).  

 
28. Tesis: IV.3o.A.37 K (10a.)  

AMPARO DIRECTO. NO PROCEDE REALIZAR EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO DEL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE LA MATERIA, SI SE 
DEMUESTRA QUE NO SE DEJÓ EN ESTADO DE INDEFENSIÓN AL QUEJOSO, AL HABER 
TENIDO CON ANTERIORIDAD LA OPORTUNIDAD DE HACER VALER LA 
INCONVENCIONALIDAD DE LAS NORMAS GENERALES APLICADAS EN LA SENTENCIA 
DEFINITIVA FAVORABLE QUE RECLAMA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE 
ABRIL DE 2013).  
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 TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se presentan, 
puede visitar la revista mensual del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en la siguiente 
dirección: 

 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/ 
 

Al dar clic en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran, será redirigido en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 
 
 

1. Código Fiscal de la Federación 
V-J-SS-13  
FIRMA AUTÓGRAFA.- ES UN REQUISITO DE VALIDEZ DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
CUYA AUSENCIA GENERA LA NULIDAD LISA Y LLANA.-  

 
2. Código Fiscal del Distrito Federal 

VII-J-SS-179 
COMPETENCIA TERRITORIAL DEL TITULAR DE LA SUBTESORERÍA DE FISCALIZACIÓN, 
DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA 
EJERCER FACULTADES EN MATERIA DE INGRESOS FEDERALES COORDINADOS 
DENTRO DEL DISTRITO FEDERAL.-  

 
3. Ley Aduanera  

VII-J-SS-181 
MERCADOLIBRE.COM.MX. NO RESULTA UN MEDIO IDÓNEO PARA DETERMINAR EL 
VALOR EN ADUANA DE MERCANCÍAS IDÉNTICAS O SIMILARES.-  
 

4. Ley del Impuesto al Valor Agregado 
VII-J-SS-185 
PAGO DE LO INDEBIDO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO TRASLADADO. NO ES 
CONDICIÓN PARA SU DEVOLUCIÓN QUE EL SOLICITANTE ACREDITE QUE EL PAGO 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/
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INGRESÓ A LA HACIENDA PÚBLICA, CONFORME AL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2008.- 
 

5. Ley del Impuesto al Valor Agregado 
VII-J-SS-196 
VALOR AGREGADO. PRODUCTOS QUE NO SE ENCUENTRAN DESTINADOS 
EXCLUSIVAMENTE A LA ALIMENTACIÓN HUMANA, NO LES APLICA LA TASA DEL 0% 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 2-A, FRACCIÓN I, INCISO B) DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO.-  
 

6. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1148 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. PLAZO PARA EMITIR 
EL ESCRITO DE HECHOS U OMISIONES, TRATÁNDOSE DE MERCANCÍA DE DIFÍCIL 
IDENTIFICACIÓN (ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA VIGENTE A PARTIR DEL 28 DE 
ENERO DE 2012).-  
 

7. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1149 
DESIGNACIÓN DE TESTIGOS EN EL ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA, ES INNECESARIO QUE SE ENTREGUE AL 
COMPARECIENTE COPIA DE LAS IDENTIFICACIONES DE AQUÉLLOS.-  
 

8. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1150 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE LA UTILIDAD FISCAL DE CONFORMIDAD CON LO 
DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 55, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN VI Y 56, PRIMER 
PÁRRAFO, FRACCIONES I Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN 
2005.-  
 

9. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1151 
RECARGOS.- BASE PARA LA DETERMINACIÓN Y CÁLCULO DE LOS MISMOS.-  
 

10. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1153 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA 
POR LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES A LAS AUTORIDADES 
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FISCALES RESPECTO DE LAS CUENTAS BANCARIAS DE LOS CONTRIBUYENTES, NO 
AFECTA LA ESFERA JURÍDICA DE LOS MISMOS.-  
 

11. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1154 
FACULTADES DE FISCALIZACIÓN EN LOS TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN 
II Y 48 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- SU EJERCICIO FACULTA A LA 
AUTORIDAD PARA FORMULAR LOS REQUERIMIENTOS DE INFORMACIÓN Y 
DOCUMENTACIÓN QUE ESTIME NECESARIOS PARA CONOCER LA SITUACIÓN FISCAL 
DEL CONTRIBUYENTE.-  
 

12. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1155 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA.- SE CUMPLE CON EL REQUISITO DE DEBIDA 
FUNDAMENTACIÓN PARA DESIGNAR A LAS PERSONAS QUE INTERVENDRÁN EN LA 
MISMA, CUANDO SE CITE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 43 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN.-  
 

13. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1156 
IMPORTACIÓN TEMPORAL.- FORMA DE ACREDITAR EL LEGAL RETORNO DE LAS 
MERCANCÍAS.-  
 

14. Tratado de Libre Comercio de América del Norte  
VII-P-1aS-1158 
COMPETENCIA MATERIAL Y TERRITORIAL DE LA AUTORIDAD QUE EMITE LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- 
 

15. Ley de Amparo 
VII-P-1aS-1159 
JURISPRUDENCIA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO PUEDE SER APLICADA 
DE MANERA RETROACTIVA EN PERJUICIO DEL DEMANDANTE.- 
 

16. Ley del Impuesto sobre la Renta 
VII-P-1aS-1161 
GASTOS ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE APOYARSE 
EN DIVERSOS ORDENAMIENTOS LEGALES A FIN DE DETERMINAR QUÉ SE ENTIENDE 
POR.-  
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17. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1162 
BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. VALOR DE 
TRANSACCIÓN DE LAS MERCANCÍAS.-  
 

18. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1164 
PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- SU INTENCIÓN DE EFECTUAR LA 
VISITA DE VERIFICACIÓN DEBERÁ NOTIFICARSE A LA AUTORIDAD DE LA PARTE EN 
CUYO TERRITORIO SE LLEVARÁ A CABO.-  
 

19. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-7ME-5 
DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES, FACULTADES PARA SU COMPROBACIÓN. LAS 
QUE SE INICIAN DEBEN SUSTENTARSE NO SOLAMENTE EN EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO 
NOVENO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SINO TAMBIÉN EN EL ARTÍCULO 
42, CON LA FRACCIÓN QUE CONTENGA LA FACULTAD EJERCIDA, DEL PROPIO 
ORDENAMIENTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2013).-  
 

20. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-8ME-37 
RECURSO DE REVOCACIÓN INTERPUESTO CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DE UN 
CRÉDITO FISCAL, QUE EL CONTRIBUYENTE MANIFIESTA DESCONOCER, DEBE 
PROMOVERSE CONFORME A LO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 127, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL CUAL ESTABLECE LA INTERPOSICIÓN DE UN SOLO 
RECURSO ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 
2014).-  
 

21. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-8ME-38 
RECURSO DE REVOCACIÓN, RESULTA IMPROCEDENTE SU INTERPOSICIÓN EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 129, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, EN VIRTUD DE QUE TAL ARTÍCULO 
FUE DEROGADO A TRAVÉS DEL "DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN", 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013.-  
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22. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-1NE-8 
FIRMA AUTÓGRAFA. SI LAS CONSTANCIAS DE NOTIFICACIÓN RELATIVAS A LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA NO CUMPLEN CON LAS FORMALIDADES PREVISTAS POR 
EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NINGÚN VALOR LEGAL 
PUEDEN SURTIR, Y POR TANTO, CARECE DE VALIDEZ LO ASENTADO EN ELLAS EN EL 
SENTIDO DE QUE EL PARTICULAR RECIBIÓ EL ORIGINAL CON FIRMA AUTÓGRAFA DE 
LA CITADA RESOLUCIÓN.-  
 

23. Ley del Impuesto sobre la Renta  
VII-CASR-CEIII-10 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE EN EL AÑO 2005.- LOS ARTÍCULOS 31 
FRACCIÓN III Y 225 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SON NORMAS 
COMPLEMENTARIAS ENTRE SÍ, PARA LA DEDUCCIÓN DEL COSTO DE ADQUISICIÓN DE 
TERRENOS.-  
 

24. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
VII-CASR-2HM-33 
PERSONAS MORALES. GOZAN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES CONTENIDOS EN 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y DE LOS 
DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES DE LOS 
QUE EL ESTADO MEXICANO ES PARTE.-  
 

25. Ley del Impuesto sobre la Renta 
VII-CASR-PE-18 
DISCREPANCIA FISCAL. PARA EFECTOS DE SU COMPROBACIÓN, EL CONTRIBUYENTE 
NO SE ENCUENTRA OBLIGADO A DEMOSTRAR EL ORIGEN DE LOS INGRESOS QUE 
DECLARÓ.-  
 

26. Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de 
Empresas, Recaudación y Fiscalización 
VII-CASR-PE-20 
DECLARACIÓN ANUAL DE LA PRIMA DE SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO.- EL 
HECHO DE QUE EL PATRÓN NO TENGA TRABAJADORES DURANTE MÁS DE SEIS 
MESES NO LO EXIME DE SU PRESENTACIÓN.-  
 

27. Ley del Seguro Social 
VII-CASA-V-67 
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RIESGOS DE TRABAJO. CASO EN QUE PROCEDE LA RECTIFICACIÓN DE LA PRIMA DEL 
SEGURO.-  
 

28. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
VII-CASA-V-70 
REQUERIMIENTO FORMULADO EN EL RECURSO DE REVOCACIÓN. SI LA ACTORA EN 
JUICIO MANIFIESTA DESCONOCERLO Y NO COMBATE SU CONSTANCIA DE 
NOTIFICACIÓN VÍA AMPLIACIÓN DE DEMANDA, PROCEDE RECONOCER LA VALIDEZ 
DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA.-  
 

29. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASA-V-71 
REQUERIMIENTO FORMULADO DENTRO DEL RECURSO DE REVOCACIÓN. SI LA 
ACTORA NO LO CUMPLIMENTÓ Y EN JUICIO MANIFIESTA QUE NO LE FUE 
NOTIFICADO, ESTA SE ENCUENTRA OBLIGADA A COMBATIR DICHA NOTIFICACIÓN 
VÍA AMPLIACIÓN DE DEMANDA.-  
 

30. Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal celebrado entre 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de Guanajuato 
VII-CASA-V-72 
COMPETENCIA MATERIAL. SU FUNDAMENTACIÓN CUANDO UNA ENTIDAD 
SUSTITUYA A OTRA QUE SE ENCUENTRE EJERCIENDO FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN EN MATERIA FISCAL FEDERAL EN VIRTUD DEL CAMBIO DE 
DOMICILIO DEL CONTRIBUYENTE.-  
 

31. Ley del Servicio de Administración Tributaria 
VII-CASA-V-76 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014. EL JEFE DEL SAT NO REQUIERE CITAR 
EL ARTÍCULO 3° TRANSITORIO DE LA LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 12 DE JUNIO 
DE 2003, PARA FUNDAMENTAR SU COMPETENCIA.-  
 

32. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASA-V-81 
NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. ES ILEGAL LA PRACTICADA POR LA AUTORIDAD 
FISCAL TRATÁNDOSE DEL ACTA FINAL DE VISITA DOMICILIARIA DERIVADA DE LA NO 
LOCALIZACIÓN DEL CONTRIBUYENTE PUES CONTRAVIENE LOS ARTÍCULOS 46 Y 46-A 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.-  
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL  
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

 
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 

 
 
1. Tesis: 1a. CXCV/2015 (10a.)  

FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. EL 
CONTRIBUYENTE CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA CUESTIONAR LA 
CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 52-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013. El precepto citado prevé, entre otras 
cuestiones, que cuando las autoridades fiscales en el ejercicio de sus facultades de 
comprobación revisen el dictamen y demás información a que se refieren el propio 
artículo y el Reglamento del Código Fiscal de la Federación, en términos del numeral 
42, fracción IV, del propio código, estarán a lo siguiente: i) En primer lugar, se 
requerirá al contador público que haya formulado el dictamen: a) cualquier 
información que conforme al código y a su reglamento debiera incluirse en los estados 
financieros dictaminados para efectos fiscales; b) la exhibición de los papeles de 
trabajo elaborados con motivo de la auditoría practicada, los cuales, en todo caso, se 
entiende que son propiedad del contador público; y, c) la información que se 
considere pertinente para cerciorarse del cumplimiento de las obligaciones fiscales del 
contribuyente; precisándose, por una parte, que la autoridad fiscal podrá requerir 
directamente al contribuyente cuando el dictamen se haya presentado con abstención 
de opinión, opinión negativa o con salvedades que tengan implicaciones fiscales; por 
la otra, que dicha revisión se llevará a cabo con el contador público que haya 
formulado el dictamen, en un plazo que no deberá exceder de doce meses contados a 
partir de que se le notifique la solicitud de información y, finalmente, que cuando la 
autoridad, dentro del término mencionado, no requiera al contribuyente la 
información a que se refiere el inciso anterior o no ejerza directamente con éste las 
facultades a que se refiere la fracción II de dicho numeral, no podrá volver a revisar el 
mismo dictamen, salvo cuando se revisen hechos diferentes de los ya revisados; ii) 
Una vez hecho lo anterior, esto es, habiéndose requerido al contador público que haya 
formulado el dictamen la información y los documentos a que se refiere la fracción 
anterior, después de haberlos recibido o si éstos no fueran suficientes a juicio de las 
autoridades fiscales para conocer la situación fiscal del contribuyente, o si éstos no se 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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presentan dentro de los plazos que establece el artículo 53-A del código referido, o 
dicha información y documentos son incompletos, las citadas autoridades podrán, a su 
juicio, ejercer directamente con el contribuyente sus facultades de comprobación; y, 
iii) En cualquier tiempo, las autoridades fiscales podrán solicitar a los terceros 
relacionados con el contribuyente o responsables solidarios, la información y 
documentación para verificar si son ciertos los datos consignados en el dictamen y en 
los demás documentos, en cuyo caso, la solicitud respectiva se hará por escrito, 
notificando copia de ésta al contribuyente. De lo anterior, se advierte que la revisión 
que la autoridad fiscal efectúa al dictamen de estados financieros, si bien implica el 
ejercicio de una facultad de comprobación, constituye un procedimiento previo, 
autónomo y definitivo que se realiza directamente con el profesionista que emitió su 
opinión, esto es, dicho procedimiento es el preámbulo de las facultades de 
comprobación que de forma directa y posterior decida llevar a cabo la autoridad 
hacendaria con el contribuyente. De ahí que éste carece de interés jurídico para 
cuestionar la constitucionalidad del artículo 52-A del Código Fiscal de la Federación, 
vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, que lo regula. 
 

2. Tesis: 2a./J. 67/2015 (10a.)  
REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE DECLAREN LA 
NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO QUE DETERMINÓ 
CONTRIBUCIONES POR INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LO DICTÓ U 
ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL QUE DERIVA. La Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 150/2010 y 2a./J. 
88/2011 (*), sostuvo que el recurso de revisión fiscal es improcedente contra 
sentencias que declaren la nulidad del acto administrativo impugnado por vicios 
formales y por no colmar los requisitos de importancia y trascendencia, pues en esos 
supuestos, no se emite una resolución de fondo, al no declararse un derecho ni 
exigirse una obligación, al margen de la materia del asunto. En este sentido, los 
referidos criterios son aplicables cuando la sentencia que declara la nulidad lisa y llana 
del acto administrativo impugnado que determinó contribuciones sólo obedece a la 
incompetencia de la autoridad que lo dictó u ordenó o tramitó el procedimiento del 
que deriva, pues en este supuesto no se resuelve respecto del contenido material de 
la pretensión planteada en el juicio contencioso ni se emite un pronunciamiento de 
fondo en el que se declare un derecho o se exija el cumplimiento de una obligación, 
con independencia de que el vicio aducido por las Salas del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa implique la nulidad de los créditos impugnados pues, en todo 
caso, es consecuencia del vicio formal que estimaron actualizado, pero no evidencia 
que realmente haya un pronunciamiento de fondo; de manera que el requisito de 
excepcionalidad previsto en el artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento 
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Contencioso Administrativo no se satisface, lo que torna improcedente el medio de 
defensa intentado. 
 

3. Tesis: I.5o.C.9 K (10a.)  
PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICACIÓN NO JUSTIFICA QUE EN LA TUTELA DE UN 
DERECHO FUNDAMENTAL SE VULNEREN OTROS.- En las sentencias de amparo, 
conforme al actual sistema para la protección de los derechos humanos, el análisis de 
las cuestiones planteadas debe realizarse tomando en consideración el ámbito de 
competencia que corresponde a los operadores jurídicos que han intervenido en el 
acto de autoridad, al así establecerse, conforme a su texto en el artículo 1o. de la Ley 
Fundamental, por lo que si bien deben acatarse los parámetros contenidos en dicho 
precepto, de manera destacada el principio interpretativo pro homine o pro persona, 
tal labor debe hacerse sin que su aplicación conduzca a la vulneración de otros 
derechos previstos a favor de personas diversas al impetrante. Es así, porque este 
principio hermenéutico no implica que se dejen de observar las normas que regulan la 
actuación de los juzgadores, en la instancia que les corresponda, pues en su justa 
dimensión implica que si en los instrumentos internacionales existe una protección 
más benéfica para la persona respecto de la institución jurídica analizada, sea ésta la 
que se aplique, cumpliendo desde luego con los principios rectores de la labor 
jurisdiccional que a su vez son previstos como derechos humanos y desarrollados en la 
legislación secundaria, porque si no se hiciera, se generaría una vulneración a la 
seguridad jurídica, principio básico en todo Estado constitucional y democrático de 
derecho. 
 

4. Tesis: VI.1o.A.89 A (10a.)  
CONTABILIDAD. LOS NOTARIOS PÚBLICOS DEBEN REGISTRAR LAS CANTIDADES QUE 
TERCEROS DEPOSITEN EN SUS CUENTAS BANCARIAS, CON EL FIN DE QUE AQUÉLLOS 
CUMPLAN SU FUNCIÓN DE AUXILIAR EN LA RECAUDACIÓN DE CONTRIBUCIONES 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES DOS MIL SEIS Y DOS MIL SIETE). 
Conforme al artículo 133, fracción II, párrafo primero, de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, los notarios públicos están obligados a llevar contabilidad y, en el supuesto de 
que únicamente presten servicios profesionales, contabilidad simplificada. Por otra 
parte, de los numerales 28, fracciones I y II, del Código Fiscal de la Federación y 26, 
fracción I, de su reglamento, se desprende que los asientos de la contabilidad deben 
ser analíticos y que entre los requisitos que se deben satisfacer se encuentra el que los 
registros permitan identificar cada operación, acto o actividad y sus características, 
relacionándola con la documentación comprobatoria, de forma que aquéllos puedan 
identificarse con las distintas contribuciones y tasas, incluyendo las actividades 
liberadas de pago por la ley. Así, la obligación consistente en que tales asientos sean 
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analíticos denota que deben ser exhaustivos, sin que se establezca distinción alguna 
en cuanto a las operaciones que deben registrarse. Aunado a ello, la referencia a las 
actividades liberadas de pago por la ley implica que, independientemente del efecto 
fiscal que cada uno de los actos tenga para el particular, es decir, de si generan o no la 
causación de una contribución para la entidad de que se trata, deben ser registrados 
en su contabilidad. Lo anterior permite concluir que para que exista la obligación de 
registrar una operación es suficiente que la misma modifique la información financiera 
del particular, que es con la que se vincula la contabilidad. Por las razones anteriores, 
el notario público debe registrar en su contabilidad las cantidades que terceros 
depositen en sus cuentas bancarias, con el fin de que aquél cumpla su función de 
auxiliar en la recaudación de contribuciones, inclusive cuando lleve contabilidad 
simplificada, pues conforme al numeral 32 del Reglamento del Código Fiscal de la 
Federación, aun en este supuesto se deben satisfacer como mínimo los requisitos 
contenidos en las fracciones I y II del artículo 26 del propio reglamento. 
 

5. Tesis: VI.1o.A.90 A (10a.)  
CONTABILIDAD. EL QUE LAS CANTIDADES DEPOSITADAS EN LAS CUENTAS 
BANCARIAS DE UN NOTARIO PÚBLICO TENGAN COMO FINALIDAD EFECTUAR 
GASTOS POR CUENTA DE TERCEROS Y QUE AQUÉL CUMPLA SU FUNCIÓN DE 
AUXILIAR EN LA RECAUDACIÓN DE CONTRIBUCIONES, NO LO EXIME DE LA 
OBLIGACIÓN DE REGISTRAR LAS OPERACIONES CORRESPONDIENTES (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES DOS MIL SEIS Y DOS MIL SIETE). El hecho de 
que el contribuyente cuente con cantidades para efectuar gastos por cuenta de 
terceros no sólo se da en el supuesto de que sea auxiliar en la recaudación de 
contribuciones y no existe dispositivo alguno que exima de la obligación de efectuar el 
registro en contabilidad de esas operaciones. Por el contrario, en cuanto a dichas 
cantidades, el artículo 121, fracción IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta prevé 
una disposición específica en el sentido de que no constituyen un ingreso acumulable, 
siempre y cuando estén respaldadas con la documentación comprobatoria a nombre 
de aquel por cuenta de quien se efectúa el gasto, lo que corrobora la necesidad de su 
registro relacionado con dicha documentación comprobatoria. De igual forma, el que 
el notario público auxilie en la recaudación de contribuciones no implica que respecto 
de aquellas operaciones no sea aplicable el artículo 28 del Código Fiscal de la 
Federación, ni la obligación de registrar los movimientos correspondientes, ya que su 
carácter de contribuyente deriva de los ingresos que obtiene por su actividad 
profesional, por lo que queda vinculado a atender las obligaciones formales que de 
ello surgen, como la de llevar contabilidad analítica que permita distinguir entre las 
actividades que causan contribuciones y las que, por cualquier motivo, no; máxime 
que existen diversos particulares que colaboran en otras formas en la determinación y 
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entero de contribuciones a cargo de terceros (como las personas que efectúan 
retenciones y los patrones), sin que ello implique que al efectuar las operaciones 
indicadas actúen como sujetos activos de la obligación tributaria o con un carácter 
equivalente y que no deban realizar los registros contables de esos movimientos. Más 
aún, la circunstancia de que actúen como particulares y sujetos al cumplimiento de las 
obligaciones formales que les corresponden, se corrobora atento a que el artículo 26, 
fracción I, del Código Fiscal de la Federación atribuye a todos ellos, incluidos los 
fedatarios públicos, el carácter de responsables solidarios. 
 

6. Tesis: 2a./J. 79/2015 (10a.)  
ALMACENAMIENTO Y CUSTODIA GRATUITA DE MERCANCÍAS DE COMERCIO 
EXTERIOR. EL ARTÍCULO 15, FRACCIÓN V, DE LA LEY ADUANERA QUE LOS PREVÉ, NO 
CONTRAVIENE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE TRABAJO. El apartado 
normativo citado, que forma parte de la regulación de un servicio público cuya 
prestación, en principio, corresponde al Estado y previa su autorización pueden 
prestarlo los particulares, no contraviene el derecho fundamental a la libertad de 
trabajo, reconocido en el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no prohíbe a los autorizados o concesionarios ejercer las actividades 
inherentes a los servicios de manejo, almacenaje y custodia de mercancías de 
comercio exterior y no se constituye la realización de un trabajo o la prestación de un 
servicio sin justa retribución, ya que la actividad aduanera correspondiente no es 
gratuita, sino lucrativa para el particular que la desempeña; por otra parte, la limitante 
en el sentido de que sólo se pagarán el servicio de manejo de mercancías y las 
maniobras para el reconocimiento previo durante el plazo a que se refiere el propio 
numeral no lo torna ilegal, habida cuenta que el derecho fundamental en cita no es 
absoluto, irrestricto e ilimitado, sino que su ejercicio puede condicionarse a la 
satisfacción de diversos presupuestos, entre ellos el relativo a que será exigible 
siempre y cuando la actividad, siendo lícita, no afecte el derecho de la sociedad. 
Además, los particulares autorizados prestan el servicio de mérito previo 
consentimiento, pues voluntariamente han aceptado, a través de la solicitud de 
autorización gubernamental, hacerlo bajo las condiciones y los lineamientos que 
establezca la normatividad, los cuales obedecen a un beneficio del orden público, 
atendiendo a causas de índole nacional, toda vez que se trata del ejercicio de 
operaciones de carácter de comercio internacional que inciden en el aumento de la 
economía del país, de efecto positivo para la colectividad, con el objetivo de lograr la 
competitividad que demanda, fortalecer la seguridad jurídica de los sujetos obligados 
a observar la ley de la materia y asignar derechos y beneficios en su justa medida; por 
tanto, es una prerrogativa que no viola el derecho fundamental aludido. 
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7. Tesis: 2a. XLI/2015 (10a.)  
VALOR AGREGADO. LOS ARTÍCULOS 1o., FRACCIÓN I Y 10 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. Los artículos 
citados establecen que una de las actividades objeto de esa contribución es la 
enajenación de bienes que se realiza en territorio nacional, lo que acontece si en él se 
encuentra el bien al efectuarse el envío al adquirente o cuando, no habiendo tal, en el 
país se lleva a cabo la entrega material de aquél por el enajenante, supuestos 
previstos bajo la lógica de que en cualquiera de ellos, el adquirente se encuentra fuera 
del territorio nacional. Por otra parte, de los artículos 8o. y 11 de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, así como 14 del Código Fiscal de la Federación, deriva que la 
enajenación de bienes se entiende por efectuada cuando efectivamente se cobran las 
contraprestaciones, aun cuando el enajenante se reserve el dominio del bien. Bajo 
esta perspectiva, de una interpretación sistemática de los numerales mencionados, es 
posible advertir que la persona que realiza la enajenación de bienes en territorio 
nacional a una diversa que reside fuera de él, es el sujeto obligado a retener y enterar 
el impuesto al valor agregado y que el objeto o hecho imponible se actualiza cuando 
efectivamente se cobren las contraprestaciones derivadas de esa actividad, aun 
cuando el enajenante se reserve el dominio de lo enajenado. De acuerdo con lo 
expuesto, los artículos 1o., fracción I y 10 de la ley aludida no contravienen el principio 
de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues en el sistema tributario al cual 
pertenecen se encuentran precisados el sujeto y el objeto del impuesto, motivo por el 
cual, no se deja al arbitrio de la autoridad fiscal la determinación de alguno de sus 
elementos esenciales. 

 
8. Tesis: 2a. XL/2015 (10a.)  

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. EL ARTÍCULO 
217 DE LA LEY DE AMPARO QUE ESTABLECE SU OBLIGATORIEDAD, NO TRANSGREDE 
EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS. Los párrafos décimo y octavo del artículo 94 constitucional prevén, 
respectivamente, que la ley fijará los términos en que será obligatoria la jurisprudencia 
de los Tribunales del Poder Judicial de la Federación sobre la interpretación de la Carta 
Magna y de las normas generales; y que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación está facultado para que, mediante acuerdos generales, remita a los Tribunales 
Colegiados de Circuito para su resolución los asuntos en los que hubiera establecido 
jurisprudencia, motivo por el cual en este supuesto la actuación de aquéllos está 
restringida a la aplicación de las tesis respectivas, sin modificación alguna. Ahora, las 
disposiciones que anteceden se pormenorizan en el artículo 217 de la Ley de Amparo, 
en atención a que éste regula la obligatoriedad de los criterios sustentados por este 
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Alto Tribunal, respecto de la constitucionalidad o la convencionalidad de previsiones 
legales, protegiéndose de esta forma el derecho humano de seguridad y certeza 
jurídicas, reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. En esta 
tesitura, el artículo 217 citado no transgrede el artículo 1o. de la Norma Suprema, toda 
vez que lo señalado en dicho precepto legal constituye una inexcusable obligación 
constitucional de los órganos jurisdiccionales al resolver las controversias sometidas a 
su conocimiento; además, si bien es cierto que los juzgadores, por virtud de la función 
que desempeñan, deben dejar de aplicar una disposición secundaria que atente contra 
los derechos humanos, no menos lo es que tal circunstancia no puede acontecer en 
relación con una jurisprudencia. Lo mencionado no implica desatender el compromiso 
adquirido por nuestro país de ejercer un control convencional, porque cuando las 
autoridades jurisdiccionales adviertan que una jurisprudencia de este Supremo 
Tribunal no atienda al nuevo orden constitucional en materia de derechos humanos, 
existen procedimientos en la propia legislación para expresar los cuestionamientos al 
respecto y, en su caso, sustituirla o dejarla sin efectos. 

 
9. Tesis: III.5o.A.3 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL QUEJOSO CARECE DE INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR LOS ARTÍCULOS 
42, FRACCIÓN II, DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, ASÍ COMO 25 Y 27 
DE LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL A QUE ÉSTA SE REFIERE, SI SU DEMANDA DE 
AMPARO LA PRESENTÓ DURANTE LA VACATIO LEGIS DE ESA NORMATIVA. Del 
artículo primero transitorio de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, se advierte una regla general que 
dispone que entrará en vigor a los nueve meses siguientes al día de su publicación en 
el Diario Oficial de la Federación; por ende, si ésta ocurrió el 17 de octubre de 2012, su 
vigencia inició el 17 de julio de 2013. Sin embargo, los diversos transitorios cuarto, 
segundo párrafo y quinto del ordenamiento citado establecen, respectivamente, dos 
reglas especiales, al señalar que: a) La presentación de los avisos en términos de las 
secciones segunda -De las actividades vulnerables, artículos 17 a 22- y tercera -Plazos y 
formas para la presentación de avisos, artículos 23 a 25- de su capítulo III, se llevará a 
cabo, por primera vez, a la entrada en vigor del reglamento de dicha ley; y, b) Las 
disposiciones relativas a la obligación de presentar avisos -artículos 23 a 25-, así como 
las restricciones al efectivo -artículos 32 y 33-, entrarán en vigor a los sesenta días 
siguientes a que lo haga el reglamento aludido. Es decir, la vigencia de estos 
numerales está supeditada al inicio de la del Reglamento de la Ley Federal para la 
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, esto 
es, el 1 de septiembre de 2013, no obstante, el artículo segundo transitorio de este 
último ordenamiento reitera que las disposiciones relativas a la obligación de 
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presentar avisos, así como las restricciones al efectivo, entrarán en vigor a los sesenta 
días siguientes a que lo haga el propio reglamento, es decir, a partir del 1 de 
noviembre del año referido. En consecuencia, si la demanda de amparo donde se 
impugnan los preceptos 42, fracción II, 25 y 27 inicialmente mencionados se presentó 
antes del 1 de noviembre de 2013, éstos no podían afectar la esfera jurídica del 
quejoso, pues se encontraban en el periodo denominado vacatio legis, en el cual no 
existía obligación de cumplirlos; de ahí su falta de interés jurídico. 

 
10. Tesis: III.5o.A.4 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 4 DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL 
ESTABLECER QUE CORRESPONDEN AL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
DIVERSAS FACULTADES DE CONTROL Y VIGILANCIA DE LAS PERSONAS QUE REALICEN 
ACTIVIDADES VULNERABLES, NO CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY 
Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la tesis P. CXLIII/2000, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, septiembre de 2000, página 44, de rubro: 
"SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. SUS CARACTERÍSTICAS LE OTORGAN LA 
NATURALEZA JURÍDICA DE UN ÓRGANO DESCONCENTRADO DE LA SECRETARÍA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO.", determinó, por una parte, que acorde con el artículo 
1o. de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, éste es un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y, por otra, que carece 
de personalidad jurídica propia, pues ningún precepto le confiere una distinta de la 
que corresponde a la dependencia centralizada señalada, ni goza de independencia 
para tomar decisiones de propia autoridad. Por su parte, la Ley Federal para la 
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 
reconoce a la secretaría como autoridad competente para velar por la observancia de 
sus disposiciones. En consecuencia, el artículo 4 del reglamento de dicho 
ordenamiento, al establecer que el Servicio de Administración Tributaria tendrá 
diversas facultades de control y vigilancia de las personas que realicen las actividades 
vulnerables establecidas en el artículo 17 de su ley, por ejemplo, integrar y mantener 
actualizado el padrón relativo; recibir los avisos de quienes las lleven a cabo y 
remitirlos a la Unidad de Inteligencia Financiera; vigilar el cumplimiento de las 
obligaciones de la presentación de esos avisos y, en su caso, requerirlos cuando los 
sujetos obligados no los exhiban en los plazos establecidos en la ley, el reglamento y 
las demás disposiciones jurídicas aplicables, no contraviene los principios de reserva 
de ley y de subordinación jerárquica a los que está sujeta la facultad reglamentaria del 
Ejecutivo Federal, porque éste puede determinar que la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público se apoye en su órgano desconcentrado para la eficaz atención y el 
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eficiente despacho de los asuntos de su competencia, aunado a que el reglamento 
mencionado sólo desarrolla el cómo de las disposiciones vinculadas con la obligación 
de presentar los avisos aludidos. 

 
11. Tesis: III.5o.A.5 A (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER 
QUE QUIENES REALICEN ACTIVIDADES VULNERABLES DEBEN DARSE DE ALTA EN EL 
PADRÓN CORRESPONDIENTE Y ENVIAR LA INFORMACIÓN DE IDENTIFICACIÓN 
RELACIONADA CON ÉSTAS POR MEDIOS ELECTRÓNICOS, NO CONTRAVIENE LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. Los artículos 17, 
18, fracción VI, 19, 23, 24 y segundo transitorio, de la Ley Federal para la Prevención e 
Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita establecen, 
respectivamente, el catálogo de actividades consideradas como vulnerables para 
efectos de la propia ley y, por tanto, objeto de identificación; las obligaciones de los 
sujetos que realicen las actividades vulnerables, entre las que se encuentra, presentar 
los avisos correspondientes en los tiempos y bajo la forma prevista en esa ley; que el 
reglamento de dicho ordenamiento instituirá medidas simplificadas para el 
cumplimiento de esas obligaciones, en función del nivel de riesgo de las actividades 
vulnerables y de quienes las realicen; el plazo para la presentación de los avisos; que 
ésta se llevará a cabo a través de los medios electrónicos y en el formato oficial que 
fije la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y, que el Ejecutivo Federal emitiría el 
reglamento indicado. Por su parte, el artículo 12 de este último precisa que las 
personas que realicen las actividades vulnerables referidas en el artículo 17 de la ley, 
deberán estar inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes y enviar al Servicio de 
Administración Tributaria la información de identificación relacionada con éstas a 
través de los medios electrónicos y mediante el formato oficial que determine y expida 
la Unidad de Inteligencia Financiera de la dependencia mencionada, así como que 
cuando ya no lleven a cabo actividades vulnerables deberán solicitar su baja del 
padrón correspondiente. En consecuencia, el hecho de que los sujetos obligados a 
presentar los avisos señalados deban darse de alta en el padrón y enviar la 
información aludida por medios electrónicos, no contraviene los principios de reserva 
de ley y de subordinación jerárquica a los que está sujeta la facultad reglamentaria del 
Ejecutivo Federal, porque no se insubordina a la ley que regula, ya que es por esa 
herramienta tecnológica elaborada por la autoridad competente que se presentarán 
los avisos, mandato que previó la ley de la materia para el cumplimiento ágil de esa 
exigencia, es decir, el reglamento sólo desarrolló el cómo de las disposiciones legales 
citadas. 
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12. Tesis: III.5o.A.2 A (10a.)  
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ALTA EN EL PADRÓN DE QUIENES REALICEN ACTIVIDADES VULNERABLES 
EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA Y SU REGLAMENTO, ES SUFICIENTE 
PARA ACREDITAR EL INTERÉS JURÍDICO PARA IMPUGNAR EN AMPARO LA 
IMPLEMENTACIÓN DE ESE REGISTRO Y LOS PRECEPTOS QUE LO PREVÉN. Los artículos 
17, 18, fracción VI, 19, 23, 24 y segundo transitorio, de la Ley Federal para la 
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 
establecen, respectivamente, el catálogo de actividades consideradas como 
vulnerables para efectos de la propia ley y, por tanto, objeto de identificación; las 
obligaciones de los sujetos que realicen las actividades vulnerables, entre las que se 
encuentra, presentar los avisos correspondientes en los tiempos y bajo la forma 
prevista en esa ley; que el reglamento de dicho ordenamiento instituirá medidas 
simplificadas para el cumplimiento de esas obligaciones, en función del nivel de riesgo 
de las actividades vulnerables y de quienes las realicen; el plazo para la presentación 
de los avisos; que ésta se llevará a cabo a través de los medios electrónicos y en el 
formato oficial que fije la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y, que el Ejecutivo 
Federal emitiría el reglamento indicado. Por su parte, los artículos 4 y 12 de este 
último señalan que el Servicio de Administración Tributaria tendrá la atribución de 
integrar y mantener actualizado el padrón de personas que realicen las actividades 
vulnerables establecidas en el artículo 17 de la ley, y que para llevar a cabo las 
acciones relativas al alta a ese padrón, dichas personas deberán enviar a ese órgano 
administrativo la información de identificación que establezca la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público mediante reglas de carácter general, y a través de los 
medios y en el formato oficial que determine y expida la Unidad de Inteligencia 
Financiera de la dependencia mencionada, mediante publicación en el Diario Oficial de 
la Federación. En ese contexto, con el alta en el padrón de actividades vulnerables 
implementado por el Servicio de Administración Tributaria, el quejoso adquirió la 
individualización que lo ubicó dentro de las hipótesis legales reclamadas, esto es, con 
dichos documentos acredita el interés jurídico para promover amparo contra la 
implementación de ese registro y los preceptos que lo prevén, porque al colocarse en 
el supuesto de la norma como sujeto que realiza actividades vulnerables, es claro que 
está obligado a cumplir con las obligaciones que establecen los dispositivos aludidos y 
con las prohibiciones o abstenciones ordenadas en éstos, ya que el alta en el padrón 
es un requisito principal para cumplir sus obligaciones. 

 
13. Tesis: II.1o.9 A (10a.)  

MÍNIMO VITAL. ESE DERECHO ES INAPLICABLE EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN, TRATÁNDOSE DE PERSONAS JURÍDICAS. 
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Tratándose de personas jurídicas, la observancia del derecho al mínimo vital en 
materia fiscal se realiza a través del cumplimiento del principio de proporcionalidad 
tributaria, al momento en que se impone la carga al contribuyente, por lo que resulta 
inapropiada su extensión al procedimiento administrativo de ejecución, en tanto que 
éste se encuentra dirigido a hacer cumplir las obligaciones contenidas en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que 
su naturaleza jurídica prevé la sujeción del gobernado a su cumplimiento forzoso. Esto 
es, su aplicación en un procedimiento que tiene por objeto exigir el cumplimiento de 
obligaciones fiscales, desnaturalizaría su materia, pues se alentaría el incumplimiento 
de éstas, so pretexto de un derecho que debe ser observado por el legislador. 

 
14. Tesis: I.6o.P.65 P (10a.)  

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO CONTRA LA 
PROMULGACIÓN Y PUBLICACIÓN DE DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY FEDERAL PARA 
LA PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE 
PROCEDENCIA ILÍCITA Y SU REGLAMENTO, QUE NO REGULAN EL IUS PUNIENDI DEL 
ESTADO. CORRESPONDE A UN JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 
Cuando en el amparo indirecto se reclaman la promulgación y publicación de diversos 
artículos de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita y su reglamento, que no regulan el ius puniendi del 
Estado, la competencia para conocerlo corresponde a un Juez de Distrito en Materia 
Administrativa. En efecto, en el ámbito federal, la facultad punitiva es compartida por 
los tres Poderes del Estado: Legislativo, Ejecutivo y Judicial; el primero, representado 
por el Congreso de la Unión, es quien expide las leyes que establecen los delitos y las 
faltas contra la Federación, las penas y sanciones a imponer, así como la legislación 
procesal y en materia de distribución de competencias y coordinación entre la 
Federación, las entidades federativas, el Distrito Federal y los Municipios, conforme al 
artículo 73, fracción XXI, de la Constitución Federal; al Poder Ejecutivo, representado 
por el presidente de la República, corresponde promulgar y ejecutar las leyes que en 
materia punitiva expida el Congreso de la Unión, conceder indultos a los sentenciados, 
en términos del artículo 89, fracciones I y XIV, constitucional y, conforme al diverso 
102, apartado A, fracción VI, párrafo segundo, de la Constitución Federal, a través del 
ejercicio del monopolio de la acción penal que desarrolla mediante el fiscal general de 
la República, se encarga de la persecución ante los tribunales de todos los delitos del 
orden federal; además de participar en el ius puniendi, conjuntamente con el Poder 
Judicial, en la ejecución de las sentencias condenatorias y el cumplimiento de las 
penas, organizando el sistema penitenciario, en términos del artículo 18 de la Carta 
Magna; al Poder Judicial Federal, corresponden la impartición de justicia y la aplicación 
de las penas, conforme lo prevén los artículos 94 y 104, fracción I, de la Constitución 
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Federal; y, finalmente, conforme a los mencionados artículos 73, fracción XXIII y 89, 
fracciones I y VI, constitucionales, se encuentra la facultad del Estado de adoptar 
medidas legislativo-administrativas, necesarias para "prevenir" posibles conductas 
antisociales, mediante mecanismos legislativos y de operación interinstitucional, 
tendentes a garantizar el orden social y la seguridad nacional. Así, en el ámbito 
normativo nacional, existen leyes que contienen un capítulo de sanciones 
administrativas (medidas protectoras del orden social no punitivas) y otro para los 
"delitos", lo que permite distinguir entre la facultad sancionadora de carácter 
administrativo y el ius puniendi; por tanto, cuando se promueve amparo indirecto 
contra cualquier acto de autoridad (legislativo, ejecutivo o judicial), que orbite dentro 
de la facultad punitiva del Estado (ejercicio de la acción penal, procesamiento, 
punición y ejecución de sanciones penales), corresponderá conocer y resolver a un 
Juez de Distrito en materia penal, en términos del artículo 51 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y, cuando se interponga contra cualquier acto de 
autoridad ajeno al ius puniendi, tocará resolverlo a un órgano jurisdiccional 
especializado en otra materia. En consecuencia, corresponderá a un Juez de Distrito en 
Materia Administrativa conocer del amparo cuando se reclame la inconstitucionalidad 
de normas contenidas en la citada ley federal, que no orbiten en la facultad punitiva 
del Estado, sino sólo en la obligación "preventiva" de mantener un orden y seguridad 
social, en el ámbito del sistema financiero y la economía nacional, esto es, desde la 
perspectiva administrativo-interinstitucional (situación diversa al ius puniendi). 

 
15. Tesis: XVI.1o.A.22 K (10a.)  

ACTOS DE PARTICULARES. PARA CONSIDERARLOS EQUIVALENTES A LOS DE 
AUTORIDAD CONFORME AL ARTÍCULO 5o., FRACCIÓN II, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA 
LEY DE AMPARO, DEBEN REUNIR LAS CARACTERÍSTICAS DE UNILATERALIDAD, 
IMPERIO Y COERCITIVIDAD, ADEMÁS DE DERIVAR DE UNA RELACIÓN DE SUPRA A 
SUBORDINACIÓN. El artículo 5o., fracción II, segundo párrafo, de la Ley de Amparo 
prevé que los particulares tendrán la calidad de autoridad responsable cuando 
realicen actos equivalentes a los de autoridad, los que se conceptualizan por la propia 
porción normativa, como aquellos mediante los cuales se crean, modifican o extinguen 
situaciones jurídicas de forma unilateral y obligatoria, siempre que las funciones del 
particular equiparado a autoridad responsable estén determinadas por una norma 
general. De ahí que para considerar que el acto realizado por un particular equivale al 
de una autoridad y, por ende, es reclamable mediante el juicio constitucional, es 
necesario que sea unilateral y esté revestido de imperio y coercitividad, lo que implica 
que sea ajeno al ámbito privado o particular contractual. Además, conforme a la 
jurisprudencia 2a./J. 164/2011, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
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Época, Tomo XXXIV, septiembre de 2011, página 1089, de rubro: "AUTORIDAD PARA 
LOS EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. NOTAS DISTINTIVAS.", el concepto jurídico de 
"autoridad responsable" lleva implícita la existencia de una relación de supra a 
subordinación que da origen a la emisión de actos unilaterales a través de los cuales se 
crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas que afecten la esfera legal del 
particular. En consecuencia, para que los actos de particulares puedan ser 
considerados equivalentes a los de autoridad, deben reunir las características de 
unilateralidad, imperio y coercitividad, además de derivar de una relación de supra a 
subordinación; por exclusión, la realización de actos entre particulares en un plano de 
igualdad, que no impliquen una relación en los términos apuntados, impide que pueda 
atribuírsele a cualquiera de ellos el carácter de autoridad responsable. 

 
16. Tesis: 1a. CCIX/2015 (10a.)  

IMPUESTO A LA VENTA FINAL AL PÚBLICO EN GENERAL DE GASOLINAS O DIÉSEL. EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE 
PRODUCCIÓN Y SERVICIOS, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, QUE LO 
PREVÉ, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA. El precepto legal 
y fracción citados, al disponer que las personas que enajenen gasolina o diésel en 
territorio nacional, aplicarán a la venta final al público en general en territorio nacional 
de gasolinas y diésel las siguientes cuotas por litro: i) 36 centavos en el caso de la 
gasolina Magna; ii) 43.92 centavos para el caso de la gasolina Premium; y, iii) 29.88 
centavos tratándose del diésel, no transgreden el principio de legalidad tributaria 
contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, toda vez que establecen los elementos y la forma en que las 
personas que enajenan gasolina o diésel deberán calcular el gravamen de referencia 
cuando realicen la venta final de esos productos al público en general en territorio 
nacional. Lo anterior es así, en virtud de que el artículo 2o.-A, fracción II, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, vigente hasta el 31 de diciembre de 
2013, prevé expresamente que se aplicará una cuota fija por cada litro vendido 
dependiendo del combustible de que se trate; es decir, indica que realizará una 
multiplicación, por lo que es el propio artículo el que dispone la base, así como la 
operación aritmética conforme a la cual ha de pagarse el impuesto por la venta final al 
público en general de gasolinas o diésel; de ahí que con la aplicación de dicho 
precepto no se permite la actuación arbitraria por parte de las autoridades exactoras, 
ni se deja en estado de indefensión a los contribuyentes. 

 
17. Tesis: 1a. CCX/2015 (10a.)  

ESTADOS FINANCIEROS. EL ARTÍCULO 32-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
VIGENTE EN 2011, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE DICTAMINARLOS POR 
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CONTADOR PÚBLICO AUTORIZADO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD. La 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en relación con el principio 
de igualdad, en la tesis aislada 1a. XCIX/2013 (10a.), de rubro: "IGUALDAD. CUANDO 
UNA LEY CONTENGA UNA DISTINCIÓN BASADA EN UNA CATEGORÍA SOSPECHOSA, EL 
JUZGADOR DEBE REALIZAR UN ESCRUTINIO ESTRICTO A LA LUZ DE AQUEL PRINCIPIO." 
(1), determinó que debe realizarse el escrutinio estricto de la norma cuando la 
distinción está basada en alguna categoría sospechosa, es decir, cuando se hace una 
distinción por el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga 
por objeto anular o menoscabar los derechos y las libertades de las personas. Ahora 
bien, el artículo 32-A del Código Fiscal de la Federación vigente en 2011, al establecer 
la obligación a cargo de determinadas categorías de contribuyentes (personas físicas 
con actividades empresariales y las personas morales referidas en dicho precepto) de 
hacer dictaminar sus estados financieros por contador público autorizado, no actualiza 
la existencia de alguna categoría sospechosa, de las contempladas en el artículo 1o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que dicha distinción 
obedece a cuestiones ajenas a las mencionadas, pues simplemente indica que 
determinados contribuyentes, dependiendo de ciertos elementos o requisitos, tienen 
una obligación adicional al resto de los demás. Así, es innecesario aplicar dicho 
escrutinio al artículo 32-A citado, pues lo procedente es realizar un control básico, el 
cual lo salva, al apreciarse en la exposición de motivos de la reforma que introdujo esa 
obligación, que la expedición de tal medida fue para facilitar el cumplimiento de las 
obligaciones fiscales y fortalecer las facultades de fiscalización para ese tipo de 
contribuyentes. De ahí que, a juicio de esta Primera Sala, existe una razón objetiva que 
justifica la obligación referida y, en virtud de que no se encuentra en una categoría 
sospechosa, se estima que el citado artículo 32-A que la establece no vulnera el 
principio de igualdad reconocido en el artículo 1o. constitucional. 

 
18. Tesis: 2a./J. 87/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. LOS ARTÍCULOS 2 Y 32, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO 
VIOLAN EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. Los preceptos citados no 
violan el principio de presunción de inocencia, en la medida en que la intención del 
legislador fue considerar a determinados negocios como vulnerables para ser 
utilizados en la realización de operaciones con recursos de procedencia ilícita, sin que 
contengan una sanción administrativa o puedan calificar a las actividades o actos 
señalados como conductas ilegítimas de las que el gobernado deba probar su licitud. 
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19. Tesis: 2a./J. 86/2015 (10a.)  
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO HACE NUGATORIO EL 
PODER LIBERATORIO DE LOS BILLETES Y MONEDAS QUE PREVÉ LA LEY MONETARIA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La prohibición del artículo 32 aludido, de dar 
cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como aceptar la 
liquidación o el pago de actos u operaciones mediante el uso de monedas y billetes, en 
moneda nacional o divisas y metales preciosos en los supuestos que desarrolla, no 
hace nugatorio el poder liberatorio de billetes y monedas expedidos por el Banco de 
México a que se refiere el artículo 4o. de la Ley Monetaria citada, en la medida en que 
aquel numeral sólo establece limitantes para el pago en efectivo, siendo posible 
hacerlo con depósito, transferencia electrónica a una cuenta bancaria o con la emisión 
de cheques; además, porque esta restricción tiene como fin proteger el sistema 
financiero y la economía nacional, constituyendo una medida para prevenir y detectar 
actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita cuyo fundamento 
es el artículo 2 de la ley aludida. 

 
20. Tesis: 2a. XLIII/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL REGLAMENTO Y LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL A QUE SE REFIERE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. El artículo 45 del Reglamento de la Ley Federal para la 
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, y los 
diversos 11, 12, 17, 19, 21, 23 y 26 de las Reglas de Carácter General a que se refiere la 
ley citada, no establecen obligaciones adicionales a la ley federal que regulan y, por 
ende, no violan los principios de reserva de ley y de subordinación jerárquica, porque 
sólo precisan los mecanismos y procedimientos que deben implementar quienes 
realicen actividades vulnerables para identificar a los clientes o usuarios que puedan 
realizar operaciones con recursos de procedencia ilícita, regulando y pormenorizando 
las obligaciones previstas en la propia ley, a fin de lograr su debido cumplimiento sin 
que con ello la excedan. 

 
21. Tesis: 2a. XLIV/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA EL DIVERSO 21 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Acorde con el 
precepto constitucional citado, la facultad de investigación de los delitos corresponde 
al Ministerio Público y a las policías; sin embargo, dicha facultad no se transgrede con 
las atribuciones otorgadas a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por sí o a 
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través de sus Unidades, en el artículo 6 de la Ley Federal para la Prevención e 
Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, porque estas 
facultades no constituyen propiamente una investigación, ya que, en caso de advertir 
hechos que pudieran constituir delitos, la Secretaría deberá presentar la denuncia 
ante la autoridad correspondiente, es decir, ante el Ministerio Público, quien 
continuará con su investigación y persecución. 

 
22. Tesis: 2a. XLVII/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al prever que queda 
prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así como 
aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y 
billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos, tratándose de 
transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos 
o usados, ya sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al 
equivalente a 3210 veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que 
se realice el pago o se cumpla la obligación, no disminuye el valor liberatorio otorgado 
por el Estado a la moneda conforme a los numerales 4o. y 5o. de la Ley Monetaria de 
los Estados Unidos Mexicanos y, por ende, no vulnera el principio de seguridad jurídica 
contenido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque no existe antinomia entre la Ley Monetaria aludida y la Ley Federal 
para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 
que genere inseguridad jurídica para la aplicación de la norma, ya que el artículo 32 
referido no menoscaba el poder liberatorio ilimitado que el Estado, por conducto del 
Banco de México, otorga a los billetes mexicanos para el pago de obligaciones, ni el de 
las monedas metálicas que está acotado al valor de 100 piezas de cada denominación 
en un mismo pago, sino sólo prevé limitantes para pagar y aceptar la liquidación o el 
pago en efectivo, tratándose de vehículos nuevos o usados. 

 
23. Tesis: 2a. XLV/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA EN RELACIÓN CON LOS 
DIVERSOS 7, 13, 15 Y 16 DE SU REGLAMENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD. Los numerales indicados, al señalar y desarrollar las obligaciones de 
quienes realizan las actividades vulnerables a que se refiere el artículo 17 de la Ley 
Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de 
Procedencia Ilícita, como es identificar y verificar la identidad de los clientes y 
usuarios, así como presentar avisos relacionados con actos u operaciones de 
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actividades vulnerables, y enviar esa información al Servicio de Administración 
Tributaria, entre otras, no violan el derecho a la legalidad, reconocido en el artículo 16 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que ello 
corresponde a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien tiene la facultad de 
emitir actos administrativos que cumplan con los parámetros constitucionales, y 
porque está constreñida a desarrollar sus facultades de verificación exclusivamente en 
relación con la información o documentación relacionada con las actividades 
vulnerables, y durante su desarrollo, debe sujetarse a lo dispuesto por la ley 
mencionada. 

 
24. Tesis: 2a. XLVI/2015 (10a.)  

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN XII, APARTADOS A, INCISO C) Y B, INCISO B), DE 
LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD. El artículo, 
apartados e incisos señalados, al obligar a los notarios públicos a dar aviso de 
operaciones de constitución de personas morales, su modificación patrimonial 
derivada del aumento o disminución del capital social, fusión o escisión, así como la 
compraventa de acciones y partes sociales de las propias personas morales cuando el 
monto sea igual o superior al equivalente a 8025 veces el salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal y, en cambio, a los corredores públicos a dar esos avisos 
en el caso de la constitución de personas morales mercantiles, sin importar el monto 
de la operación, no dan un trato discriminatorio ni violan el derecho a la igualdad 
reconocido por el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque se trata de sujetos distintos, que si bien fueron incorporados como 
obligados no financieros que dan fe, formalizan y asesoran en actos civiles y 
mercantiles susceptibles de ser utilizados para realizar operaciones con recursos de 
procedencia ilícita o de financiamiento al terrorismo, lo que los convierte en custodios 
del sistema financiero y de comercio en general, se diferencian en varios aspectos, 
como el ámbito de competencia, que para los corredores públicos es federal y los 
regula el Ejecutivo Federal, mientras que por lo que hace al notariado, en general su 
regulación pertenece al ámbito local y es el Ejecutivo Local quien regula lo respectivo; 
además, porque la aplicación de la Ley Federal de Correduría Pública incumbe a la 
Secretaría de Economía, y la de la Ley del Notariado para el Distrito Federal al Jefe de 
Gobierno y a las autoridades competentes del Distrito Federal, y porque la naturaleza 
de sus actividades es diversa, ya que el corredor público tiene injerencia netamente en 
actividades comerciales y mercantiles, que requieren mayor atención respecto a las 
posibles actividades vulnerables de operaciones con recursos de procedencia ilícita, y 
la de los notarios es sobre cuestiones civiles y mercantiles. 
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25. Tesis: IV.3o.A.36 K (10a.)  
SENTENCIAS DEFINITIVAS DICTADAS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 
Y ADMINISTRATIVA. SI SE PROMUEVE AMPARO DIRECTO CONTRA UNA ULTERIOR A 
AQUELLA EN LA QUE SE APLICÓ POR PRIMERA OCASIÓN UNA NORMA CUYA 
INCONSTITUCIONALIDAD SE RECLAMA, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XIV, EN CORRELACIÓN 
CON EL DIVERSO 170, FRACCIÓN II, AMBOS DE LA LEY DE LA MATERIA, LO QUE LLEVA 
A DECLARAR INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN CORRESPONDIENTES 
(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). El artículo 170, fracción II, 
de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, establece la procedencia 
del juicio de amparo directo con fines cautelares, en aquellos casos en que se reclame 
una resolución definitiva favorable al particular, cuyo único propósito es hacer valer 
argumentos de inconstitucionalidad contra las disposiciones aplicadas durante el juicio 
de origen o en el acto impugnado originalmente. Así, la condición que debe surtirse 
para que proceda el amparo directo en esta hipótesis, consiste en que la autoridad 
demandada en el juicio contencioso administrativo interponga contra el fallo que le 
resulta adverso, el recurso de revisión que prevé el artículo 104, fracción III, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que éste sea admitido y, 
únicamente en caso de que se declare fundado, el Tribunal Colegiado de Circuito 
deberá avocarse al análisis de los temas de inconstitucionalidad planteados. Por tanto, 
si el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declara la nulidad de la 
resolución impugnada mediante sentencia definitiva, se entiende que ésta resultó 
favorable al actor y, en consecuencia, puede promover el juicio de amparo directo ad 
cautélam, siempre y cuando la autoridad demandada haya interpuesto el recurso de 
revisión y éste hubiera sido admitido y declarado fundado. En ese orden de ideas, si se 
demuestra que la aplicación de las normas generales controvertidas por el quejoso a 
través del juicio de amparo directo ocurrió en una sentencia definitiva anterior a la 
que se impugna, se concluye que aquél tuvo previamente la oportunidad de reclamar 
su inconstitucionalidad, por lo que, si no promovió ad cautélam ese medio de defensa 
a la par de que la autoridad demandada interpuso el recurso de revisión, el cual fue 
admitido y declarado fundado por el Tribunal Colegiado de Circuito, no es válido que 
con posterioridad plantee conceptos de inconstitucionalidad contra una sentencia 
definitiva en la cual ocurre la aplicación de las normas generales por segunda o hasta 
por tercera ocasión. De ahí que, en ese caso, opere la causa de improcedencia prevista 
en la fracción XIV del artículo 61, en correlación con el diverso 170, fracción II, de la 
Ley de Amparo y, al tratarse de un amparo directo, acorde con la jurisprudencia 2a./J. 
96/99, dictada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 
X, agosto de 1999, página 78, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO 
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SON EN AMPARO DIRECTO SI PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA 
GENERAL RESPECTO DE LA CUAL, SI SE TRATARA DE JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, SE 
ACTUALIZARÍA ALGUNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA.", debe declararse que los 
conceptos de violación relativos son inoperantes, como si se tratare de un juicio de 
amparo indirecto. 

 
26. Tesis: I.3o.C.92 K (10a.)  

PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. EL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO ES COMPETENTE PARA DESECHAR LA DEMANDA 
PROMOVIDA CONTRA UNA SENTENCIA DEFINITIVA O UNA RESOLUCIÓN QUE PONE 
FIN AL JUICIO, POR NO HABERSE AGOTADO EL RECURSO ORDINARIO PROCEDENTE. 
De conformidad con los artículos 107, fracciones III y V, inciso c), de la Constitución 
Federal; 34, párrafo primero y 170 de la Ley de Amparo vigente; y 37, fracción I, inciso 
c), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, los Tribunales Colegiados de 
Circuito son competentes para conocer, en la vía directa, de los juicios de amparo 
promovidos contra actos de tribunales judiciales, cuando se trate de: a) Una sentencia 
definitiva o laudo; o, b) Una resolución que ponga fin al juicio. Es decir, que la cualidad 
de sentencia definitiva o resolución que pone fin al juicio ya no depende de que se 
haya o no agotado el recurso ordinario, sino que para establecer si son materia de 
amparo en la vía directa ha de atenderse a su contenido; mientras que el determinar si 
la ley de la materia que rige el acto establece o no recurso, bastará para definir la 
procedencia del juicio de amparo, puesto que si el recurso no se agotó el amparo será 
improcedente y debe ser desechado de plano en términos del artículo 113 de la Ley de 
Amparo. La conclusión anterior conlleva establecer que el Tribunal Colegiado de 
Circuito es competente para desechar una demanda de amparo promovida contra una 
sentencia definitiva o una resolución que pone fin al juicio, por no haberse agotado el 
recurso ordinario procedente con el que pudo modificarse o revocarse esa sentencia 
definitiva o resolución que puso fin al juicio. De ahí que, en ese supuesto, no 
procede declarar la incompetencia legal del Tribunal Colegiado de Circuito. 

 
27. Tesis: XXII.1o.9 A (10a.)  

MULTAS. LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 86, POR ESTAR REFERIDAS 
EXPLÍCITAMENTE AL DIVERSO 85, NO PUEDEN IMPONERSE POR ANALOGÍA COMO 
MEDIDA DE APREMIO EN TÉRMINOS DEL PRECEPTO 40, FRACCIÓN II, EN RELACIÓN 
CON EL 53, SEGUNDO PÁRRAFO, INCISO A), TODOS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, PUES TAL PROCEDER VULNERA LOS PRINCIPIOS DE EXACTA 
APLICACIÓN DE LA LEY (TAXATIVIDAD) Y DE LEGALIDAD EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA SANCIONADORA (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE 
DICIEMBRE DE 2013). Los artículos 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos y 5o. del Código Fiscal de la Federación establecen los principios de 
legalidad y de exacta aplicación de la ley, que en el derecho administrativo 
sancionador se traducen en la validez de la sanción, siempre que sea impuesta para el 
caso de que la conducta se ubique en la definición explícita de la señalada como 
infracción con motivo de la afectación concreta al bien jurídico tutelado. De manera 
que no es dable la imposición de multas con motivo de conductas no previstas, ni cabe 
su aplicación por vía de interpretaciones analógicas o por mayoría de razón, sino sólo a 
propósito de disposición expresa que así las haga imponibles. Al respecto, el artículo 
86 del Código Fiscal de la Federación prescribe la imposición de multas a quien cometa 
las infracciones relacionadas con el ejercicio de las facultades de comprobación "a que 
se refiere el artículo 85" y, este último, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, a su 
vez, precisa como conductas infractoras, la oposición a la práctica de la visita en el 
domicilio fiscal, la negativa a suministrar los datos e informes o a proporcionar la 
contabilidad o parte de ella, el contenido de las cajas de valores y, en general, los 
elementos que se requieran para comprobar el cumplimiento de obligaciones propias 
o de terceros; sin embargo, ahí no se encuentra la conducta relativa a la medida de 
apremio prevista en el artículo 40, fracción II, del mismo compendio legal y vigencia, 
relacionada con el cumplimiento de los plazos para la presentación de los datos, 
informes o documentos del contribuyente, responsable solidario o tercero, en 
términos del artículo 53. Consecuentemente, cuando con base en el artículo 86 citado 
pretenden imponerse multas al contribuyente por no presentar de inmediato los libros 
y registros que le son requeridos por la autoridad fiscal con motivo de las facultades 
de comprobación, en términos del artículo 53, segundo párrafo, inciso a), referido, de 
conformidad con el artículo 40, fracción II, como medida de apremio, ese proceder 
vulnera los principios de exacta aplicación de la ley (taxatividad) y de legalidad, pues 
no es dable la aplicación analógica y desproporcionada de sanciones sin más, a las 
medidas de apremio que, por su naturaleza, son distintas, ya que no tienen un fin 
sancionador en sí mismo, como en el caso de la hipótesis del numeral 86 indicado, 
pues el objeto de aquéllas es remover obstáculos que la conducta dilatoria del 
contribuyente representa para el ejercicio de las facultades de comprobación. 

 
28. Tesis: IV.3o.A.37 K (10a.)  

AMPARO DIRECTO. NO PROCEDE REALIZAR EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX 
OFFICIO DEL ARTÍCULO 170, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE LA MATERIA, SI SE 
DEMUESTRA QUE NO SE DEJÓ EN ESTADO DE INDEFENSIÓN AL QUEJOSO, AL HABER 
TENIDO CON ANTERIORIDAD LA OPORTUNIDAD DE HACER VALER LA 
INCONVENCIONALIDAD DE LAS NORMAS GENERALES APLICADAS EN LA SENTENCIA 
DEFINITIVA FAVORABLE QUE RECLAMA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE 
ABRIL DE 2013). Con motivo de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial 
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de la Federación el 10 de junio de 2011, los Jueces del país están obligados a dejar de 
aplicar las normas inferiores cuando sean contrarias a las contenidas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales en materia de derechos humanos, bajo la figura denominada control 
de convencionalidad ex officio o control difuso de constitucionalidad; sin embargo, no 
procede realizar el análisis de convencionalidad del artículo 170, fracción II, de la Ley 
de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, que establece la procedencia del 
juicio de amparo directo en aquellos casos en que se impugne una resolución 
definitiva favorable al particular, cuando el quejoso haga depender su reclamo de un 
supuesto perjuicio que dice le causó una sentencia dictada por el propio Tribunal 
Colegiado de Circuito, al resolver el recurso de revisión previsto en el artículo 104, 
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y alegue que el 
precepto legal citado no brinda la oportunidad de cuestionar la convencionalidad de 
las disposiciones cuya afectación se genera al resolver la revisión. Lo anterior, pues si 
se demuestra que el quejoso pudo previamente hacer valer la inconvencionalidad de 
las normas generales que controvierte mediante el juicio de amparo directo, al haber 
ocurrido su aplicación en sentencias previas dictadas por el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa y la autoridad, por su parte, interpuso el recurso de revisión 
fiscal en dos ocasiones, el cual se declaró procedente y fundado en ambas, se colige 
que no se le deja en estado de indefensión, pues con anterioridad tuvo oportunidad 
de controvertir las normas generales aplicadas previamente por la Sala Regional 
correspondiente. 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

 
http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/ 

 
1. Código Fiscal de la Federación 

V-J-SS-13 
FIRMA AUTÓGRAFA.- ES UN REQUISITO DE VALIDEZ DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
CUYA AUSENCIA GENERA LA NULIDAD LISA Y LLANA.- Conforme al artículo 38, 
fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, uno de los requisitos de los actos 
administrativos que deban notificarse es que ostenten la firma del funcionario 
competente, por lo que es dable concluir que la firma autógrafa constituye un 
requisito de validez del propio acto de autoridad y que la falta de la misma implica que 
legalmente se está en presencia de un acto que carece de autenticidad, ya que si no se 
tiene certeza de la autenticidad de la firma por no ser ésta autógrafa, el acto no puede 
surtir efecto legal alguno, razonamiento que nos lleva a concluir que su nulidad no 
puede ser para efectos, sino que debe ser lisa y llana con base en lo dispuesto por la 
fracción IV del artículo 238 en relación con la fracción II del artículo 239 del 
ordenamiento arriba citado. 
 

2. Código Fiscal del Distrito Federal 
VII-J-SS-179 
COMPETENCIA TERRITORIAL DEL TITULAR DE LA SUBTESORERÍA DE FISCALIZACIÓN, 
DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, PARA 
EJERCER FACULTADES EN MATERIA DE INGRESOS FEDERALES COORDINADOS 
DENTRO DEL DISTRITO FEDERAL.- De la interpretación armónica de los artículos 6 y 7, 
fracción VI, del Código Fiscal del Distrito Federal, en relación con la Cláusula Tercera 
del Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal, celebrado 
entre el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
y el Gobierno del Distrito Federal, se aprecia que el Titular de la Subtesorería de 
Fiscalización, de la Tesorería del Distrito Federal, de la Secretaría de Finanzas del 
Gobierno del Distrito Federal, tiene competencia territorial en el Distrito Federal para 
ejercer entre otras, las facultades de administración, comprobación, determinación y 
cobro de ingresos coordinados de carácter federal en contra de los obligados directos, 
responsables solidarios y terceros con ellos relacionados actuando como entidad 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/
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coordinada en materia de ingresos federales. De ahí que, para considerar 
suficientemente fundada la competencia territorial del Titular de la Subtesorería de 
Fiscalización, resulta imperativo que: a) en los actos de autoridad que emita señale los 
preceptos citados en la presente tesis, b) ejerza los actos de autoridad dentro de los 
límites territoriales que comprenden al Distrito Federal y c) que los contribuyentes en 
contra de quienes se ejercen las citadas facultades: i) tengan su domicilio fiscal dentro 
del territorio del Distrito Federal y ii) se encuentren obligados al cumplimiento de las 
disposiciones fiscales que regulen los ingresos y actividades coordinadas en materia 
fiscal federal. 
 

3. Ley Aduanera  
VII-J-SS-181 
MERCADOLIBRE.COM.MX. NO RESULTA UN MEDIO IDÓNEO PARA DETERMINAR EL 
VALOR EN ADUANA DE MERCANCÍAS IDÉNTICAS O SIMILARES.- De conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 78 de la Ley Aduanera, el valor en aduana de las 
mercancías, puede ser determinado sobre la base de los datos disponibles en 
territorio nacional, empero, los valores consignados en el sitio de internet 
http://mercadolibre.com.mx, no son idóneos para ser considerados al momento de 
determinar el valor en aduana, dado que dichos valores, deberán ser de carácter 
general, esto es, comunes a todos los bienes que revistan características similares, 
además deben ser objetivos, es decir inherentes a los bienes per se e independientes 
de las apreciaciones subjetivas, características que no reúnen las mercancías 
comercializadas en la mencionada página. 
 

4. Ley del Impuesto al Valor Agregado 
VII-J-SS-185 
PAGO DE LO INDEBIDO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO TRASLADADO. NO ES 
CONDICIÓN PARA SU DEVOLUCIÓN QUE EL SOLICITANTE ACREDITE QUE EL PAGO 
INGRESÓ A LA HACIENDA PÚBLICA, CONFORME AL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
22 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE EN 2008.- Del artículo 1º de la 
Ley del Impuesto al Valor Agregado se desprende que al realizarse los actos sujetos al 
pago de dicho impuesto, entre los que se encuentra la enajenación de bienes, la 
prestación de servicios independientes y el otorgamiento del uso o goce temporal de 
bienes, el impuesto correspondiente se traslada a otras personas, quienes efectúan su 
pago directamente al contribuyente o, en su caso, al fisco federal. Así, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 22, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación 
vigente en 2008, la devolución del pago de lo indebido del impuesto al valor agregado 
trasladado se efectúa a las personas que aceptaron el traslado siempre que no hayan 
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acreditado el impuesto, sin que para ello se requiera que éstas demuestren que el 
pago fue enterado por el contribuyente al Servicio de Administración Tributaria. 
 

5. Ley del Impuesto al Valor Agregado 
VII-J-SS-196 
VALOR AGREGADO. PRODUCTOS QUE NO SE ENCUENTRAN DESTINADOS 
EXCLUSIVAMENTE A LA ALIMENTACIÓN HUMANA, NO LES APLICA LA TASA DEL 0% 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 2-A, FRACCIÓN I, INCISO B) DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO.- El motivo de la aplicación de la tasa cero a la enajenación de productos 
destinados a la alimentación, prevista en el artículo 2-A, fracción I, inciso b) de la Ley 
del Impuesto al Valor Agregado, obedece a la intención del legislador de apoyar al 
sistema alimentario mexicano para tutelar y mejorar el nivel de vida de los sectores 
menos favorecidos, proporcionando elementos básicos de bienestar a la población, 
reduciendo el impacto de los precios en el público consumidor; de ahí que sea dable 
concluir que dicho gravamen sólo es aplicable a productos destinados exclusivamente 
a la alimentación humana, en razón de que si los alimentos no son destinados a ese 
tipo de alimentación, no se cubre el fin extrafiscal que se pretende alcanzar con el 
citado precepto legal; en consecuencia, aquellos productos que no se encuentran 
destinados exclusivamente a la alimentación humana, no les aplica la tasa del 0% 
prevista en el artículo 2-A, fracción I, inciso b) de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado. 
 

6. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1148 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA. PLAZO PARA EMITIR 
EL ESCRITO DE HECHOS U OMISIONES, TRATÁNDOSE DE MERCANCÍA DE DIFÍCIL 
IDENTIFICACIÓN (ARTÍCULO 152 DE LA LEY ADUANERA VIGENTE A PARTIR DEL 28 DE 
ENERO DE 2012).- El artículo 152 de la Ley Aduanera vigente a partir del 28 de enero 
de 2012, reformado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 27 de enero de 2012, establece que tratándose de mercancías de difícil 
identificación que requieran toma de muestras, a fin de identificar su composición 
cualitativa o cuantitativa, uso, proceso de obtención y características físicas, se 
realizará conforme al procedimiento establecido en el reglamento de la materia, y una 
vez obtenido el resultado correspondiente, se notificará al interesado mediante 
Escrito o Acta Circunstanciada los hechos u omisiones advertidos en la revisión y 
análisis efectuado a las mercancías, dentro del plazo de seis meses contado a partir del 
acta de toma de muestras correspondiente. Entonces, si el procedimiento 
administrativo se inicia y desarrolla estando en vigor el artículo 152 referido, resulta 
evidente que se otorga certeza jurídica al particular sobre el inicio de dicho 
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procedimiento; toda vez, que el artículo en comento, obliga a la autoridad a emitir y 
notificar las irregularidades detectadas en el procedimiento administrativo en materia 
aduanera, mediante Escrito o Acta Circunstanciada, en el plazo máximo de seis meses 
computado a partir de la toma de muestras; es decir, precisa el límite que tiene la 
autoridad para darle a conocer las irregularidades e iniciar el referido procedimiento. 
 

7. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1149 
DESIGNACIÓN DE TESTIGOS EN EL ACTA DE INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA, ES INNECESARIO QUE SE ENTREGUE AL 
COMPARECIENTE COPIA DE LAS IDENTIFICACIONES DE AQUÉLLOS.- El artículo 150 de 
la Ley Aduanera, precisa una serie de requisitos que se harán constar en el acta de 
inicio de procedimiento administrativo en materia aduanera, cuando se embarguen 
precautoriamente mercancías con motivo del reconocimiento aduanero, de la 
verificación de mercancías en transporte o del ejercicio de las facultades de 
comprobación, entre ellos, los relativos al nombramiento de testigos, consistentes en 
la obligación de la autoridad de requerir al interesado la designación de dos testigos, 
apercibiéndolo que en caso de negarse a realizarlo o que los propuestos se rehusaran 
a desempeñar dicho cargo, la propia autoridad hará la designación respectiva, 
haciendo constar de manera circunstanciada tales hechos; asimismo, el artículo en 
comento impone a la autoridad la carga de entregar copia del acta al interesado. En 
ese tenor, es innecesario que se entregue al compareciente copia de las 
identificaciones exhibidas por los testigos, aun cuando se haya asentado que fueron 
agregadas al acta de inicio de procedimiento administrativo en materia aduanera, 
pues lo que establece el precepto legal referido, es que se haga constar la designación 
de los testigos y que se entregue copia del acta al interesado. 
 

8. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1150 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE LA UTILIDAD FISCAL DE CONFORMIDAD CON LO 
DISPUESTO EN LOS ARTÍCULOS 55, PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN VI Y 56, PRIMER 
PÁRRAFO, FRACCIONES I Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE EN 
2005.- El artículo 55, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, dispone que las 
autoridades fiscales podrán determinar presuntivamente la utilidad fiscal de los 
contribuyentes, o el remanente distribuible de las personas morales, sus ingresos y el 
valor de los actos, actividades o activos, por los que deban pagar contribuciones 
cuando se adviertan otras irregularidades en su contabilidad, distintas a las previstas 
en las fracciones I a V de dicho numeral, que imposibiliten el conocimiento de sus 
operaciones. Por su parte el artículo 56, en sus fracciones I y IV del ordenamiento 
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Tributario Federal en cita, establece que para los efectos de la determinación 
presuntiva a que se refiere el artículo 55 del propio Código, las autoridades fiscales 
calcularán los ingresos brutos de los contribuyentes, el valor de los actos, actividades o 
activos sobre los que proceda el pago de contribuciones, para el ejercicio de que se 
trate, utilizando los datos de la contabilidad del contribuyente, así como otra 
información obtenida por las autoridades fiscales en el ejercicio de las facultades de 
comprobación. De la interpretación concatenada de los preceptos legales citados, se 
puede establecer que la autoridad fiscal podrá determinar presuntivamente la utilidad 
fiscal de los contribuyentes, por no contar con los elementos necesarios para su 
obtención precisa, al no haberle proporcionado el contribuyente la información 
correspondiente, esto es, cuando se ubiquen en alguna de las hipótesis previstas en el 
artículo 55 del Código Fiscal de la Federación, para lo cual deberá seguir el 
procedimiento previsto en el artículo 56 del mismo ordenamiento legal. 
 

9. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1151 
RECARGOS.- BASE PARA LA DETERMINACIÓN Y CÁLCULO DE LOS MISMOS.- 
Conforme a lo que prevé el artículo 21 del Código Fiscal de la Federación, en los casos 
en que una persona no cubra (pague o entere) las contribuciones en la fecha o dentro 
del plazo fijado por las disposiciones fiscales, ésta se encuentra obligada a pagar 
recargos por concepto de indemnización al fisco federal por la falta de pago oportuno; 
y dichos recargos se calcularán aplicando al monto de las contribuciones actualizadas 
desde el mes en que debió hacerse el pago y hasta que el mismo se efectúe, la tasa 
que resulte de sumar las aplicables en cada año para cada uno de los meses 
transcurridos en el período de actualización de la contribución de que se trate; sin que 
se observe del artículo 21 del Código Fiscal de la Federación, ni de algún otro 
dispositivo legal tributario, que los recargos puedan calcularse sobre otra base 
diferente, sino que, invariablemente se determinarán sobre la base de las 
contribuciones omitidas actualizadas desde el mes en que debió hacerse el pago y 
hasta que el mismo se efectúe. 
 

10. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1153 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA 
POR LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES A LAS AUTORIDADES 
FISCALES RESPECTO DE LAS CUENTAS BANCARIAS DE LOS CONTRIBUYENTES, NO 
AFECTA LA ESFERA JURÍDICA DE LOS MISMOS.- El artículo 30 del Código Fiscal de la 
Federación, dispone que todas las personas que se encuentren obligadas a llevar su 
contabilidad deberán conservarla a disposición de las autoridades fiscales; también 
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prevé, que cuando no se encuentren obligadas a llevarla, deberán poner a disposición 
de las referidas autoridades, toda la documentación relacionada con el cumplimiento 
de las disposiciones fiscales correspondientes. En ese sentido, es claro que los 
contribuyentes que se encuentren constreñidos a llevar su contabilidad o 
documentación que soporte el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, deberán 
ponerla a disposición de las autoridades fiscales cuando estas así lo soliciten. Por otro 
lado, el artículo 63 del Código Fiscal de la Federación, establece que los hechos que se 
conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación de las 
autoridades fiscales, así como la información proporcionada por otras autoridades, 
podrán servir para motivar las resoluciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público y de cualquier autoridad competente en cuanto a contribuciones federales. 
Por su parte, el Código Fiscal de la Federación, en su artículo 59 fracción III, prevé la 
facultad con que cuentan las autoridades fiscales para determinar presuntivamente 
los ingresos de los contribuyentes con base en los depósitos existentes en sus cuentas 
bancarias cuando estos no proporcionen su contabilidad o documentos relacionados 
con ella. Por tanto, si los contribuyentes son omisos en poner a disposición de las 
autoridades fiscales su contabilidad o documentos comprobatorios del cumplimiento 
de sus obligaciones fiscales, la autoridad fiscalizadora se encuentra plenamente 
facultada para determinar presuntivamente sus ingresos; inclusive, considerando 
aquella información que proporcione la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 
respecto de sus cuentas bancarias; sin que por ello se vean afectados jurídicamente, 
de conformidad con lo establecido en los artículos 59 fracción III y 63 del Código Fiscal 
de la Federación. 
 

11. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1154 
FACULTADES DE FISCALIZACIÓN EN LOS TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN 
II Y 48 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- SU EJERCICIO FACULTA A LA 
AUTORIDAD PARA FORMULAR LOS REQUERIMIENTOS DE INFORMACIÓN Y 
DOCUMENTACIÓN QUE ESTIME NECESARIOS PARA CONOCER LA SITUACIÓN FISCAL 
DEL CONTRIBUYENTE.- De conformidad con lo dispuesto en el artículo 42, fracción II 
del Código Fiscal de la Federación, la autoridad puede ejercer sus facultades de 
fiscalización a través, entre otros procedimientos, de requerir información y 
documentación a los contribuyentes, responsables solidarios o terceros relacionados 
con ellos, atribución que debe regirse por lo dispuesto en el artículo 48 del mismo 
cuerpo legal, de cuyo texto se desprenden los requisitos y formalidades que debe 
respetar la autoridad cuando haga una solicitud de información o documentación a un 
contribuyente, en virtud de un procedimiento de fiscalización distinto a la visita 
domiciliaria, pero no se desprende que, dado el caso de realizar ese diverso 
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procedimiento, la autoridad solo pueda efectuar un solo requerimiento de 
información y documentación. Esto es, la autoridad puede realizar un solo 
requerimiento si considera que la información obtenida es suficiente para valorar la 
situación fiscal del contribuyente, pero si estima necesaria mayor información, dentro 
del mismo procedimiento, puede efectuar nuevas solicitudes o requerimientos y, en 
cada caso, desde luego, tendrá que cumplir con los requisitos formales que para la 
entrega y desahogo del acto prescribe la norma en análisis. 
 

12. Código Fiscal de la Federación 
VII-P-1aS-1155 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA.- SE CUMPLE CON EL REQUISITO DE DEBIDA 
FUNDAMENTACIÓN PARA DESIGNAR A LAS PERSONAS QUE INTERVENDRÁN EN LA 
MISMA, CUANDO SE CITE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 43 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN.- Acorde al criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia 2a./J. 85/2007, para estimar que la orden de visita 
domiciliaria se encuentra debidamente fundada en cuanto a la competencia para 
designar a los visitadores que la llevarán a cabo, la autoridad debe citar el artículo 43 
fracción II, del Código Fiscal de la Federación, el cual prevé lo relativo a la designación 
de la persona o personas que deban efectuarla, sin que la autoridad se encuentre 
constreñida a citar expresamente cada uno de los párrafos que integran dicha 
fracción, en virtud de que no se trata de una norma compleja; en virtud de lo cual, es 
suficiente para considerar debidamente fundada la competencia de las facultades para 
designar a las personas que intervendrán en la misma si la autoridad emisora cita la 
fracción II del artículo 43 del Código Fiscal de la Federación, sin que para ello deba 
especificar el párrafo primero de la fracción referida. 
 

13. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1156 
IMPORTACIÓN TEMPORAL.- FORMA DE ACREDITAR EL LEGAL RETORNO DE LAS 
MERCANCÍAS.- De conformidad con lo establecido en el artículo 106, fracción III, inciso 
b y último párrafo, de la Ley Aduanera, se entiende por régimen de importación 
temporal, la entrada al país de mercancías para permanecer en él por tiempo limitado 
y con una finalidad específica, siempre que retornen al extranjero y señala además 
que las mercancías que hubieran sido importadas temporalmente deberán retornar al 
extranjero en los plazos previstos, y en caso contrario, se entenderá que las mismas se 
encuentran ilegalmente en el país, por haber concluido el régimen de importación 
temporal al que fueron destinadas. Por su parte, el artículo 36 del mismo 
ordenamiento legal dispone que aquellos que pretendan exportar mercancías que 
hubieran sido importadas temporalmente y que retornen en el mismo estado, se 
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encuentran obligados a presentar ante la aduana, por conducto de agente o 
apoderado aduanal, un pedimento acompañado de los documentos que comprueben 
el cumplimiento de regulaciones y restricciones no arancelarias a la exportación. Por 
tanto, el documento idóneo a efecto de acreditar que las mercancías importadas 
temporalmente fueron retornadas, es el pedimento de exportación correspondiente, 
ya que sin su presentación, la autoridad válidamente puede considerar que las 
mercancías se encuentran de manera ilegal en el país. 
 

14. Tratado de Libre Comercio de América del Norte  
VII-P-1aS-1158 
COMPETENCIA MATERIAL Y TERRITORIAL DE LA AUTORIDAD QUE EMITE LA 
RESOLUCIÓN DEFINITIVA EN MATERIA DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- De los artículos 
501, 505, 506, 511 y 514 del Tratado de Libre Comercio de América del Norte 
promulgado mediante Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 
20 de Diciembre de 1993; las Reglas 1, 17 fracción I, 20 y 69 fracción I, de la Resolución 
por las que se establecen las Reglas de carácter general relativas a la aplicación de las 
disposiciones en materia aduanera del Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte, publicadas en el mismo órgano oficial de fecha 15 de Septiembre de 1995; los 
artículos 1°, 2°, 3° y 144 fracciones XIV, XXV y XXXII, de la Ley Aduanera; 2 primer y 
tercer párrafos, 19 apartado A fracciones XLII y LXXXIII y apartado B fracción XV y 20 
apartado R fracción II, del Reglamento Interior del Servicio de Administración 
Tributaria publicado en el Diario Oficial de la Federación el 06 de Junio de 2005, 
ordenamiento reformado mediante Decreto publicado en el mismo órgano oficial el 
día 12 de Mayo de 2006, se desprende que el Administrador Central de Auditoría 
Fiscal Internacional de la Administración General de Grandes Contribuyentes del 
Servicio de Administración Tributaria, dentro de su ámbito material y territorial, goza 
de facultades para dar a conocer a los contribuyentes, responsables solidarios, 
productores, importadores, exportadores y demás obligados, los hechos u omisiones 
imputables a estos, conocidos con motivo del ejercicio de sus facultades de 
comprobación y verificaciones de origen que les practiquen, así como hacer constar 
dichos hechos y omisiones en la resolución, oficio de observaciones o en la última acta 
parcial que se levante. Por tanto, la cita de dichos preceptos en la resolución definitiva 
en materia de verificación de origen, resulta suficiente para tener por debidamente 
fundada la competencia material y territorial de dicha autoridad. 
  

15. Ley de Amparo 
VII-P-1aS-1159 
JURISPRUDENCIA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO PUEDE SER APLICADA 
DE MANERA RETROACTIVA EN PERJUICIO DEL DEMANDANTE.- De conformidad con 
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lo establecido por el artículo 217 de la Ley de Amparo, la jurisprudencia del Poder 
Judicial de la Federación, no puede ser aplicada de manera retroactiva en perjuicio de 
persona alguna; lo anterior, encuentra su justificación en la teoría de los derechos 
adquiridos y en el principio de irretroactividad de la ley previstos en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera que ninguna 
jurisprudencia emitida con posterioridad podrá variar, suprimir o modificar aquel acto 
que se haya realizado con base en un criterio previamente establecido mediante 
jurisprudencia, pues no pueden desconocerse los derechos que el demandante 
adquirió conforme a un criterio anterior; ya que no debe soslayarse que la 
jurisprudencia aunque no sea una ley, sino una interpretación obligatoria, se 
encuentra sujeta al principio de irretroactividad y; por ende, debe aplicarse la 
imperante al momento de interposición del juicio contencioso administrativo. En ese 
sentido, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, fijó la 
Jurisprudencia 2a./J. 69/2001 cuyo rubro es: "CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LAS 
PRUEBAS DEBEN ADMITIRSE EN EL JUICIO Y VALORARSE EN LA SENTENCIA, AUN 
CUANDO NO SE HUBIERAN OFRECIDO EN EL PROCEDIMIENTO", la cual señalaba que el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa se encontraba constreñido a valorar 
las probanzas exhibidas en el juicio contencioso administrativo por el demandante, no 
obstante que estas no se hubieran ofrecido en la fase administrativa. Dicho criterio, 
fue objeto de modificación mediante Jurisprudencia 2a./J. 73/2013 de rubro: "JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA QUE LO RIGE, NO 
IMPLICA UNA NUEVA OPORTUNIDAD PARA OFRECER LOS MEDIOS DE PRUEBA QUE, 
CONFORME A LA LEY, DEBIERON EXHIBIRSE EN EL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN, O EN 
SU CASO, EN EL RECURSO ADMINISTRATIVO PROCEDENTE, ESTANDO EN POSIBILIDAD 
LEGAL DE HACERLO (MODIFICACIÓN EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 69/2001)", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta el mes de julio de 
2013, por medio de la cual la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de una nueva reflexión, fijó como criterio obligatorio para el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, que no serían susceptibles de valoración en el juicio 
contencioso administrativo, aquellas pruebas que no fueron ofrecidas en el 
procedimiento administrativo de origen; o en su caso, en el recurso administrativo 
respectivo, cuando el particular estuvo en posibilidad legal de hacerlo. Por lo anterior, 
si el juicio contencioso administrativo es promovido antes del mes de julio de 2013, 
cuando se publicó la jurisprudencia 2a./J. 73/2013, y se ofrecen pruebas que no fueron 
ofrecidas en la fase administrativa o en el recurso respectivo, el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa se encuentra constreñido a valorar las probanzas 
exhibidas, porque el juicio se promovió estando imperante el criterio establecido en la 
Jurisprudencia 2a./J. 69/2001 referida; ello, a efecto de atender la prohibición 
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establecida en el artículo 217 de la Ley de Amparo, de no aplicar retroactivamente la 
jurisprudencia en perjuicio del particular. 
 

16. Ley del Impuesto sobre la Renta 
VII-P-1aS-1161 
GASTOS ESTRICTAMENTE INDISPENSABLES. LA AUTORIDAD FISCAL PUEDE APOYARSE 
EN DIVERSOS ORDENAMIENTOS LEGALES A FIN DE DETERMINAR QUÉ SE ENTIENDE 
POR.- El artículo 31 fracción I, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, establece como 
requisito de las deducciones, que sean estrictamente indispensables para los fines de 
la actividad del contribuyente; por lo que, no todas las erogaciones que realice un 
contribuyente pueden generalizarse y entenderse como estrictamente indispensables, 
pues el carácter de cada erogación atiende a la naturaleza de la actividad ejercida por 
cada causante del impuesto. De manera, que si un contribuyente realizó erogaciones 
al amparo de una norma especializada que atiende específicamente al giro u objeto de 
su actividad, resulta válido que la autoridad fiscal, a fin de determinar qué gastos 
deben de entenderse como indispensables, atienda al contenido del Ordenamiento 
especializado correspondiente a tal actividad del contribuyente, con la finalidad de 
crear convicción de si las deducciones aplicadas por él mismo resultan procedentes o 
no. 
 

17. Ley Aduanera 
VII-P-1aS-1162 
BASE GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. VALOR DE 
TRANSACCIÓN DE LAS MERCANCÍAS.- El artículo 64 de la Ley Aduanera, establece que 
la base gravable del impuesto general de importación es el valor en aduana de las 
mercancías, el cual será el valor de transacción de las mismas, salvo lo dispuesto en el 
artículo 71 de la referida ley, que señala que cuando la base gravable del impuesto 
general de importación no pueda determinarse conforme al valor de transacción de 
las mercancías importadas en los términos del artículo 64 de mérito, o no derive de 
una compraventa para la exportación con destino a territorio nacional, se determinará 
conforme a los métodos señalados en las fracciones I, II, III y IV, del referido artículo, 
en orden sucesivo y por exclusión, con mayor flexibilidad, o conforme a criterios 
razonables y compatibles con los principios y disposiciones legales, sobre la base de los 
datos disponibles en territorio nacional o la documentación comprobatoria de las 
operaciones realizadas en territorio extranjero, de ahí que el cálculo de la base 
gravable cuando no pueda determinarse conforme al valor de transacción de las 
mercancías o no derive de una compraventa para la exportación con destino a 
territorio nacional, se encontrará supeditada a la aplicación de los métodos 
establecidos en dichos preceptos legales. 
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18. Ley Aduanera 

VII-P-1aS-1164 
PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN.- SU INTENCIÓN DE EFECTUAR LA 
VISITA DE VERIFICACIÓN DEBERÁ NOTIFICARSE A LA AUTORIDAD DE LA PARTE EN 
CUYO TERRITORIO SE LLEVARÁ A CABO.- El artículo 506 numeral 1, inciso b) del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte, establece que para verificar si un 
bien importado a territorio nacional bajo trato arancelario preferencial es originario de 
alguna de las Partes, la autoridad aduanera podrá verificar el origen de las mismas 
mediante una visita de verificación a las instalaciones de la empresa 
exportadora/productora. Ahora bien, atendiendo al contenido del artículo 506 
numeral 2, inciso a) fracción II, del tratado en comento, antes de efectuar una visita de 
verificación la parte estará obligada, por conducto de su autoridad aduanera, a 
notificar de manera personal a la empresa productora/exportadora cuyas 
instalaciones vayan a ser visitadas, siendo inconcuso que además, en el caso 
específico, surge la obligación de hacerlo del conocimiento de la autoridad aduanera 
de la Parte en cuyo territorio se llevará a cabo la visita, de manera previa al desarrollo 
de la facultad de comprobación, toda vez que se trata de un acto administrativo que 
culmina con la determinación del origen de las mercancías y el otorgamiento del trato 
arancelario preferencial. 
 

19. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-7ME-5 
DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES, FACULTADES PARA SU COMPROBACIÓN. LAS 
QUE SE INICIAN DEBEN SUSTENTARSE NO SOLAMENTE EN EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO 
NOVENO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SINO TAMBIÉN EN EL ARTÍCULO 
42, CON LA FRACCIÓN QUE CONTENGA LA FACULTAD EJERCIDA, DEL PROPIO 
ORDENAMIENTO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2013).- Conforme al artículo 22, párrafo 
noveno, del Código Fiscal de la Federación, la autoridad fiscal a efecto de verificar la 
procedencia de una solicitud de devolución presentada por un contribuyente, se 
encuentra en posibilidad de ejercer sus facultades de comprobación. Empero, las 
facultades de comprobación de la autoridad fiscalizadora, no se contienen en dicho 
precepto, sino en el diverso 42, del Código Fiscal de la Federación; por lo cual, para 
ejercerlas resulta indispensable que se invoque este ordinal, así como la fracción 
exactamente aplicable a la facultad ejercida, pues de otra forma, no se justifica la 
actuación de la autoridad, sin importar que la finalidad sea determinar si es o no 
procedente la solicitud de devolución presentada por el contribuyente. 
 
 



  
 SUBPROCURADURÍA DE ANÁLISIS SISTÉMICO Y ESTUDIOS NORMATIVOS  

DIRECCIÓN GENERAL DE ENLACE Y REGULACIÓN 
 
 

44 
 

20. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-8ME-37 
RECURSO DE REVOCACIÓN INTERPUESTO CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DE UN 
CRÉDITO FISCAL, QUE EL CONTRIBUYENTE MANIFIESTA DESCONOCER, DEBE 
PROMOVERSE CONFORME A LO PREVISTO POR EL ARTÍCULO 127, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EL CUAL ESTABLECE LA INTERPOSICIÓN DE UN SOLO 
RECURSO ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1° DE ENERO DE 
2014).- Conforme al Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones del Código Fiscal de la Federación, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 9 de diciembre de 2013, quedó derogado el artículo 129, del citado 
ordenamiento, el cual preveía la impugnación de la notificación de los actos 
recurridos, cuando el contribuyente manifestaba su desconocimiento, así como la 
oportunidad de ampliar tal medio de defensa, sin embargo, ello no deja en estado de 
indefensión a los contribuyentes, en virtud de que con la publicación del referido 
Decreto, el Código Fiscal de la Federación establece la interposición de un solo recurso 
administrativo de revocación, de ahí que ante el desconocimiento del crédito que fue 
ejecutado, el contribuyente puede interponer su recurso en términos del artículo 127, 
del citado Código, pues conforme a este último numeral, el referido medio de 
impugnación será procedente hasta el momento de la publicación de la convocatoria 
de remate, y dentro de los diez días siguientes a la fecha de publicación de dicha 
convocatoria, en el cual se podrán hacer valer todas las violaciones cometidas antes 
del remate, incluyendo el desconocimiento de los créditos que dieron motivo a tales 
actos de ejecución. 
 

21. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-8ME-38 
RECURSO DE REVOCACIÓN, RESULTA IMPROCEDENTE SU INTERPOSICIÓN EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 129, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, EN VIRTUD DE QUE TAL ARTÍCULO 
FUE DEROGADO A TRAVÉS DEL "DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y 
DEROGAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN", 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013.- 
A partir del 1° de enero de 2014, el Legislador Federal derogó la Sección Segunda 
denominada "De la Impugnación de las Notificaciones", del Título Quinto del Código 
Fiscal de la Federación, en la cual se encontraba contenido el artículo 129, mismo que 
preveía que cuando en el recurso de revocación, el particular manifestara que el acto 
administrativo recurrido no le fue notificado o que lo fue ilegalmente, este podía 
formular la impugnación en contra de la notificación en el propio recurso 
administrativo, si afirmaba conocer el acto administrativo, y si negaba conocer el acto 
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recurrido, manifestaría tal desconocimiento en el propio recurso, a fin de que la 
autoridad se lo diera a conocer, junto con la notificación que del mismo se hubiese 
practicado, además la autoridad le concedería al particular un plazo de veinte días, 
para ampliar el recurso administrativo, en el que debería impugnar el acto y su 
notificación; ahora bien al haber sido derogado tal precepto legal, resulta 
improcedente que a partir del 1° de enero de 2014, los contribuyentes pretendan 
promover un recurso administrativo en términos del artículo 129, fracción II, del 
Código Fiscal de la Federación, manifestando desconocer el crédito que pretenden 
recurrir y soliciten se les dé a conocer tal acto, para estar en condiciones de ampliar el 
medio de defensa, pues se pretende su tramitación conforme a una disposición que ya 
no existe a la vida jurídica, de ahí que resulte legal que la autoridad declare 
improcedente tal medio de defensa, en virtud de que el Código Fiscal de la Federación, 
vigente a partir del 1° de enero de 2014, no prevé la impugnación de las notificaciones 
de los actos recurridos en la instancia administrativa. 
 

22. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASR-1NE-8 
FIRMA AUTÓGRAFA. SI LAS CONSTANCIAS DE NOTIFICACIÓN RELATIVAS A LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA NO CUMPLEN CON LAS FORMALIDADES PREVISTAS POR 
EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NINGÚN VALOR LEGAL 
PUEDEN SURTIR, Y POR TANTO, CARECE DE VALIDEZ LO ASENTADO EN ELLAS EN EL 
SENTIDO DE QUE EL PARTICULAR RECIBIÓ EL ORIGINAL CON FIRMA AUTÓGRAFA DE 
LA CITADA RESOLUCIÓN.- Ciertamente la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 110/2014, de rubro "FIRMA 
AUTÓGRAFA DEL ACTO IMPUGNADO EN EL JUICIO DE NULIDAD. FORMA DE CUMPLIR 
CON LA CARGA PROBATORIA CUANDO LA AUTORIDAD AFIRMA QUE LA CONTIENE", 
sostuvo esencialmente que la afirmación de la demandada de que la resolución 
combatida contiene firma autógrafa de la autoridad emisora que entregó al momento 
de su notificación al interesado, se demuestra y se cumple con la carga de la prueba, 
con la exhibición de la constancia del acta levantada al efecto; sin embargo, aun 
cuando en el juicio contencioso administrativo se hubiere colmado dicha carga 
procesal, si las constancias de notificación aportadas por la autoridad demandada no 
cumplen con las formalidades previstas en los artículos 134 fracción I y 137 del Código 
Fiscal de la Federación, dicha circunstancia trae como consecuencia la ineficacia 
probatoria de lo asentado en ellas, en el sentido de que fue entregada la resolución 
impugnada en original con firma autógrafa a la persona que atendió la diligencia, pues 
el acta de notificación, como documento formal y su contenido, resultan ilegales. 
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23. Ley del Impuesto sobre la Renta  
VII-CASR-CEIII-10 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, VIGENTE EN EL AÑO 2005.- LOS ARTÍCULOS 31 
FRACCIÓN III Y 225 DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA, SON NORMAS 
COMPLEMENTARIAS ENTRE SÍ, PARA LA DEDUCCIÓN DEL COSTO DE ADQUISICIÓN DE 
TERRENOS.- El artículo 31, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, establece 
que las deducciones autorizadas deberán reunir ciertos requisitos, esto es, que los 
pagos que excedan la cantidad de $2,000.00 (dos mil pesos), se deberán efectuar 
mediante cheque nominativo del contribuyente, este deberá ser de la cuenta de dicho 
contribuyente y contener su clave de Registro Federal de Contribuyentes así como en 
su anverso la expresión "para abono en cuenta del beneficiario". Por su parte, del 
diverso 225 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en dos mil cinco, se infiere 
que los contribuyentes que se dediquen a la construcción y enajenación de desarrollos 
inmobiliarios, podrán optar por deducir el costo de adquisición de los terrenos en el 
ejercicio que los adquieran; cumpliendo con los requisitos siguientes: 1.- Que el 
terreno adquirido sea destinado a la construcción de desarrollos inmobiliarios para su 
enajenación. 2.- Que los ingresos acumulables provengan de la realización de 
desarrollos inmobiliarios cuando menos en un 85%, incluso tratándose de 
contribuyentes que inicien operaciones. 3.- Que al momento de la enajenación del 
terreno, se considere ingreso acumulable el valor total de la enajenación del terreno 
de que se trate, en lugar de la ganancia a que se refiere el artículo 20, fracción V de 
dicha ley. 4.- Que el costo de adquisición de los terrenos no se incluya en la estimación 
de los costos directos e indirectos a que se refiere el artículo 36 de la misma ley; y 5.- 
Que en la escritura pública en la que conste la adquisición del terreno, se precise la 
información que establece el reglamento. De lo anterior, se tiene en conocimiento que 
el artículo 225 y, el diverso 31, fracción III, de la ley invocada, no prevén consecuencias 
legales incompatibles, sino que dichas normas son complementarias. Ello es así, 
porque el artículo 31, fracción III, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en dos 
mil cinco, establece los requisitos formales para las deducciones, precepto que está 
dentro del Título II "DE LAS PERSONAS MORALES DISPOSICIONES GENERALES", sin 
embargo, el mismo se encuentra inmerso en el Capítulo de las deducciones en 
general, es decir, prevé las exigencias que deben reunir las deducciones autorizadas de 
manera universal y, el diverso artículo 225 del reseñado ordenamiento solo hace 
referencia al estímulo fiscal respecto de gastos en específico a saber -deducción del 
costo de adquisición de los terrenos, respecto de contribuyentes que se dediquen a la 
construcción y enajenación de desarrollos inmobiliarios-, pero este último no 
especifica los requisitos que se deben colmar para efectuar la deducción, por tanto, es 
inconcuso que las disposiciones en estudio no son excluyentes, sino complementarias 
entre sí para la deducción del costo de adquisición de terrenos. 
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24. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

VII-CASR-2HM-33 
PERSONAS MORALES. GOZAN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES CONTENIDOS EN 
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, Y DE LOS 
DERECHOS HUMANOS RECONOCIDOS EN LOS TRATADOS INTERNACIONALES DE LOS 
QUE EL ESTADO MEXICANO ES PARTE.- El primer párrafo del artículo 1 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es categórico al mencionar que 
"... todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, 
así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece...". En principio, la porción normativa transcrita precisa que existen 
derechos humanos reconocidos en la propia Constitución, además de los establecidos 
en los diversos tratados internacionales firmados por el Estado Mexicano; por otro 
lado, el vocablo "persona" debe interpretarse en sentido amplio y no restringido, 
incorporando en él tanto a las personas físicas y morales, pues si dicho numeral en 
ninguna parte distingue o excluye del mismo a esta ficción jurídica, el juzgador no 
debe hacerlo. Ahora bien, es incorrecto afirmar que las personas morales no gozan de 
los derechos humanos previstos en la propia Constitución y en los tratados 
internacionales de los que México es parte, por el simple hecho de que el artículo 1.2 
de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos, define la expresión 
"persona" como todo ser humano, entendiendo a este como el ser humano de "carne 
y hueso" y no personas jurídicas, sociedades, entidades económicas, financieras, 
sociales y/o culturales. Ello es así, pues esa definición es aplicable únicamente a los 
asuntos juzgados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos con base en 
dicho cuerpo normativo, pero tal principio no es inexcusable a los tribunales de los 
Estados adheridos a la citada convención, toda vez que carece del alcance para limitar 
la interpretación, suplir o suprimir la definición de la expresión "persona" contenida en 
diversos cuerpos nacionales e internacionales. En ese orden de ideas, si la norma que 
prevé un derecho fundamental, da pie a una interpretación más extensa que la 
definición del artículo 1.2 de la Convención Interamericana de los Derechos Humanos 
(como es el caso de nuestra Carta Magna), los tribunales nacionales deben preferir la 
interpretación más favorable y, por tanto, considerar que dentro del vocablo 
"persona" se encuentran incluidas las personas físicas y morales. Para evidenciar dicho 
aserto, si se permite el ejemplo, basta decir que la interpretación conforme y más 
favorable al particular, el debido proceso legal, la audiencia previa, la fundamentación 
y motivación de los actos administrativos, son reconocidos por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos como derechos humanos, por tanto, si se aceptara la 
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afirmación de que las personas morales carecen de derechos humanos, sería tanto 
como afirmar que le son inaplicables los derechos fundamentales enumerados y 
desconocer lo dispuesto por el propio artículo constitucional que se comenta. En esa 
virtud, un órgano jurisdiccional como el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, estaría impedido para juzgar si un acto de molestia o privación se 
ajusta al debido proceso legal, la audiencia previa y la fundamentación y motivación, 
así como para fallar el asunto aplicando una interpretación conforme y más favorable. 
 

25. Ley del Impuesto sobre la Renta 
VII-CASR-PE-18 
DISCREPANCIA FISCAL. PARA EFECTOS DE SU COMPROBACIÓN, EL CONTRIBUYENTE 
NO SE ENCUENTRA OBLIGADO A DEMOSTRAR EL ORIGEN DE LOS INGRESOS QUE 
DECLARÓ.- La fracción I del artículo 107 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente 
en 2009, establece la facultad de la autoridad fiscal de realizar la comprobación del 
monto de las erogaciones y la discrepancia con la declaración del contribuyente, 
dando a conocer a este el resultado de dicha comprobación, y conforme a la fracción II 
del propio precepto, el contribuyente debe informar el origen que explique la 
discrepancia y ofrecer las pruebas que estimare convenientes. Ello es así, porque este 
procedimiento de comprobación, parte de la base de que la discrepancia que se 
observe entre los ingresos que hubiere declarado el contribuyente en el año revisado y 
las erogaciones que se estiman superiores a dichos ingresos; es decir, "los ingresos 
que hubiere declarado en ese mismo año" a que alude el primer párrafo del citado 
artículo, comprende aquellos que efectivamente haya manifestado haber obtenido el 
contribuyente en el ejercicio en el que se observe la discrepancia. Por lo tanto, para 
efectos de la comprobación de la discrepancia fiscal señalada, el contribuyente no se 
encuentra obligado a demostrar el origen de los ingresos que manifestó a través de 
una declaración complementaria, atento a que dicha carga es distinta a la que impone 
la fracción II del precepto de mérito, pues a lo que sí está obligado el contribuyente es 
a desvirtuar la discrepancia existente entre los ingresos que declaró y las erogaciones 
que se estiman superiores a dichos ingresos y no así acreditar de dónde provienen los 
ingresos declarados, máxime que, los artículos 2, fracción XIII y 14 de la Ley Federal de 
los Derechos del Contribuyente vigente en 2009, establecen que la corrección de la 
situación fiscal es un derecho general con el que cuentan los contribuyentes con 
motivo del ejercicio de las facultades de comprobación que lleven a cabo las 
autoridades fiscales, a través de visitas domiciliarias, la cual puede realizarse a través 
de la presentación de declaraciones. 
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26. Reglamento de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de 
Empresas, Recaudación y Fiscalización 
VII-CASR-PE-20 
DECLARACIÓN ANUAL DE LA PRIMA DE SEGURO DE RIESGOS DE TRABAJO.- EL 
HECHO DE QUE EL PATRÓN NO TENGA TRABAJADORES DURANTE MÁS DE SEIS 
MESES NO LO EXIME DE SU PRESENTACIÓN.- Conforme a lo establecido en el artículo 
32, primer párrafo, fracciones V, y VII, penúltimo párrafo, del Reglamento de la Ley del 
Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, Recaudación y 
Fiscalización, los patrones que al revisar su siniestralidad, fijen una nueva prima en la 
que deben cubrir el seguro de riesgos del trabajo, están obligados a presentar al 
Instituto Mexicano del Seguro Social, durante el mes de febrero, los formatos 
impresos o el dispositivo magnético generado por el programa informático que el 
Instituto autorice, en donde se harán constar los casos de riesgos de trabajo 
terminados durante el año, precisando la identificación de los trabajadores y las 
consecuencias de cada riesgo, así como el número de trabajadores promedio 
expuestos al riesgo dados en razón de la mecánica bajo la cual efectúen los pagos de 
cuotas, quedando eximidos de tal obligación, cuando al determinar su prima esta 
resulte igual a la del ejercicio anterior, así como que cuando un patrón deje de tener 
trabajadores a su servicio durante más de seis meses y no haya comunicado la baja 
patronal, al reanudar la relación obrero-patronal, será colocado por el Instituto en la 
prima media de la clase que corresponda a su actividad. De lo anterior se concluye 
que, el único supuesto hipotético por el cual el patrón queda eximido de presentar la 
declaración anual de determinación de la prima del seguro de riesgo del trabajo, 
mediante el formato respectivo o disco magnético autorizado, es el que se precisa en 
el último párrafo, de la fracción V, de dicho numeral, que consiste en que al 
determinar su prima el patrón, esta resulte igual a la del ejercicio anterior; con base en 
ello, el hecho de que el patrón, durante más de seis meses no haya tenido 
trabajadores, sin comunicar su baja patronal, supuesto al que hace referencia el 
penúltimo párrafo, de la fracción VII, del mismo precepto, no es una causal de 
exención de dicha obligación, sino que solo se trata de un supuesto que determina 
cuál será la prima del seguro de riesgos de trabajo, bajo la cual será colocado el patrón 
por el Instituto Mexicano del Seguro Social, para el caso de que vuelva a tener 
trabajadores. 
 

27. Ley del Seguro Social 
VII-CASA-V-67 
RIESGOS DE TRABAJO. CASO EN QUE PROCEDE LA RECTIFICACIÓN DE LA PRIMA DEL 
SEGURO.- Para determinar la prima de riesgos mencionada, deben considerarse, entre 
otras causas, las enfermedades de trabajo. El artículo 43 de la Ley del Seguro Social 
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define a la enfermedad de trabajo como todo estado patológico derivado de la acción 
continuada de una causa que tenga su origen o motivo en el trabajo, o en el medio en 
que el trabajador se vea obligado a prestar sus servicios. Por ello, si la parte actora no 
desvirtúa el nexo entre la actividad realizada por el trabajador y la patología 
presentada, debe considerarse que se trata de una enfermedad de trabajo y, en 
consecuencia, es procedente la rectificación de la prima en el seguro de riesgos de 
trabajo por parte del Instituto. 
 

28. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
VII-CASA-V-70 
REQUERIMIENTO FORMULADO EN EL RECURSO DE REVOCACIÓN. SI LA ACTORA EN 
JUICIO MANIFIESTA DESCONOCERLO Y NO COMBATE SU CONSTANCIA DE 
NOTIFICACIÓN VÍA AMPLIACIÓN DE DEMANDA, PROCEDE RECONOCER LA VALIDEZ 
DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA.- Cuando la actora en el juicio contencioso 
administrativo manifiesta desconocer el requerimiento que le fuera formulado en el 
recurso de revocación y por cuyo incumplimiento se tuvo por no interpuesto, y la 
autoridad al contestar la demanda exhibe el requerimiento y su constancia de 
notificación, automáticamente la carga procesal recae en la parte actora, por lo que le 
corresponde controvertir la legalidad de dicha notificación vía ampliación de 
demanda, pues de no hacerlo así, tácitamente aceptaría su legalidad, resultando 
procedente reconocer la validez de la resolución impugnada conforme a lo dispuesto 
en el artículo 42 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
 

29. Código Fiscal de la Federación 
VII-CASA-V-71 
REQUERIMIENTO FORMULADO DENTRO DEL RECURSO DE REVOCACIÓN. SI LA 
ACTORA NO LO CUMPLIMENTÓ Y EN JUICIO MANIFIESTA QUE NO LE FUE 
NOTIFICADO, ESTA SE ENCUENTRA OBLIGADA A COMBATIR DICHA NOTIFICACIÓN 
VÍA AMPLIACIÓN DE DEMANDA.- Si la actora en el juicio contencioso administrativo 
manifiesta desconocer el requerimiento que le fuera formulado en el recurso de 
revocación (por cuyo incumplimiento se tuvo por no interpuesto dicho recurso) y la 
autoridad al contestar la demanda exhibe el requerimiento y su constancia de 
notificación, corresponde a la demandante vía ampliación de demanda controvertirla, 
pues de no hacerlo, tácitamente acepta su legalidad. De ahí que al no cumplimentar el 
requerimiento que le fuera formulado, lo procedente es tener por no interpuesto el 
recurso de revocación, de conformidad con lo establecido en el artículo 123, primer 
párrafo, fracción I, y penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación.  
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30. Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal celebrado entre 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de Guanajuato 
VII-CASA-V-72 
COMPETENCIA MATERIAL. SU FUNDAMENTACIÓN CUANDO UNA ENTIDAD 
SUSTITUYA A OTRA QUE SE ENCUENTRE EJERCIENDO FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN EN MATERIA FISCAL FEDERAL EN VIRTUD DEL CAMBIO DE 
DOMICILIO DEL CONTRIBUYENTE.- La Cláusula Décima Novena del Convenio de 
Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal celebrado entre la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de Guanajuato establece que 
cuando una entidad se encuentre ejerciendo facultades de comprobación y deje de ser 
competente debido al cambio de domicilio del contribuyente sujeto a revisión, por 
ubicarse en la circunscripción territorial de otra entidad federativa, la que inició el acto 
de fiscalización lo trasladará a la entidad que sea competente en virtud del nuevo 
domicilio fiscal, quien continuará con el ejercicio de las facultades iniciadas. Asimismo, 
dicho precepto establece que en los casos en que el contribuyente se ubique en ese 
supuesto, la Secretaría podrá sustituir a la entidad en el ejercicio de dichas facultades. 
En ese contexto, cuando las facultades de comprobación son iniciadas por una 
autoridad fiscal ubicada en una diversa entidad federativa, resulta evidente que, para 
tener por debidamente fundada la competencia material de la Secretaría de Finanzas, 
Inversión y Administración del Gobierno del Estado de Guanajuato, quien sustituyó a 
la entidad que estaba ejerciendo las facultades de comprobación, aquella debe citar 
en el acto, la referida Cláusula Décima Novena, pues esta dispone reglas no solo de 
sustitución, sino competenciales, en la medida que establece la entidad que debe 
seguir ejerciendo las facultades de comprobación iniciadas por otra Entidad 
Federativa, en virtud del cambio de domicilio del contribuyente. 

 
31. Ley del Servicio de Administración Tributaria 

VII-CASA-V-76 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014. EL JEFE DEL SAT NO REQUIERE CITAR 
EL ARTÍCULO 3° TRANSITORIO DE LA LEY DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 12 DE JUNIO 
DE 2003, PARA FUNDAMENTAR SU COMPETENCIA.- La Ley del Servicio de 
Administración Tributaria publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de 
diciembre de 1995, en la fracción II, del artículo 8, establecía entre otros órganos del 
Servicio de Administración Tributaria, a su Presidente; esa fracción sufrió una reforma 
publicada el 12 de junio de 2003, en la que se suprimió el término: "Presidente" y se 
colocó el de: "Jefe"; por tanto, a partir de esa fecha, el Titular del Servicio de 
Administración Tributaria, previsto en la referida fracción II, del numeral 8 de la ley 
referida, lo es el Jefe del Servicio de Administración Tributaria. En esa virtud, la cita de 
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los numerales 14, fracción III, de la Ley del Servicio de Administración Tributaria y 3, 
fracción XXII del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria -
invocados en la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 12 de junio de 2003-, es suficiente para satisfacer el requisito de 
fundamentación de competencia del Jefe del Servicio de Administración Tributaria 
para expedir las disposiciones administrativas necesarias para aplicar eficientemente 
la legislación fiscal y aduanera, como lo es la aludida Resolución Miscelánea, en 
acatamiento a lo exigido en los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 38, fracciones IV y V, del Código Fiscal de la Federación; sin que 
sea necesaria la cita del Artículo Tercero Transitorio de la Ley del Servicio de 
Administración Tributaria, dado que es una norma transitoria que solo dispone el 
reemplazo automático de palabras; pero no contiene el otorgamiento de alguna 
facultad o atribución al funcionario mencionado. 

 
32. Código Fiscal de la Federación 

VII-CASA-V-81 
NOTIFICACIÓN POR ESTRADOS. ES ILEGAL LA PRACTICADA POR LA AUTORIDAD 
FISCAL TRATÁNDOSE DEL ACTA FINAL DE VISITA DOMICILIARIA DERIVADA DE LA NO 
LOCALIZACIÓN DEL CONTRIBUYENTE PUES CONTRAVIENE LOS ARTÍCULOS 46 Y 46-A 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Si con motivo de las diversas búsquedas 
realizadas por la autoridad fiscal fue imposible localizar en el nuevo domicilio al 
contribuyente, y por ende, se declaró su no localización, resulta ilegal que conforme a 
los artículos 134, fracción III y 139 del Código Fiscal de la Federación se ordene el 
levantamiento y notificación del acta final de visita por estrados, pues tal forma de 
proceder contraviene lo establecido en los artículos 46 y 46-A del Código referido, que 
establecen que las autoridades fiscales deberán suspender el plazo para la conclusión 
de la visita, entre otros casos, cuando el contribuyente no se localice en el nuevo 
domicilio fiscal manifestado en el aviso de cambio respectivo, plazo que se entenderá 
suspendido hasta que se localice, ello, con la finalidad de que el acta final de visita se 
levante con el visitado, su representante legal o quien se encuentre en el domicilio a 
fin de otorgarle certeza al contribuyente de que las actuaciones inherentes a la visita 
domiciliaria, y que por regla general deban desarrollarse en el domicilio fiscal, se 
lleven efectivamente en el mismo. Por tanto, la notificación por estrados del acta final 
de visita por la no localización del contribuyente es ilegal, ya que en su caso la 
autoridad debió suspender la culminación de la visita domiciliaria, y hasta en tanto 
fuera localizable el causante, se encontraba en aptitud de levantar el acta final de 
visita con las formalidades previstas en el artículo 46 del Código Fiscal de la 
Federación; sostener lo contrario, implicaría dejar en estado de inseguridad al 
contribuyente al no tener conocimiento sobre la culminación de las facultades de la 
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autoridad, aunado a que el levantamiento del acta final de visita no se rige de manera 
expresa por el artículo 134 del Código citado. 
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